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INTRODUCCIÓN 
La publicación -todavía reciente- del C.I.C. 83 y la claridad y sen-
cillez con que la normativa vigente regula la legitimación en los procesos 
declarativos de nulidad matrimonial, justifican que, hasta el momento, 
sean pocos y parciales los trabajos realizados sobre la cuestión sometida a 
nuestro estudio. 
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Por este motivo, y teniendo en cuenta la importancia que siempre re-
viste el estudio de la normativa vigente, a lo largo de éstas páginas hemos 
procurado hacer un estudio amplio y detallado -dentro de las limitaciones 
inherentes a este tipo de trabajos- del ius impugnandi en la regulación 
actual; es decir, de la cualidad de parte -activa o pasiva- en los procesos 
declarativos de nulidad matrimonial. 
Así, tras unas consideraciones generales (I) y el estudio de la 
legitimación de los cónyuges (II), el apartado III trata de la legitimación 
sustitutiva: la impugnación del promotor de justicia, la acusación postuma 
del matrimonio y la prosecución post mortem de la causa. Finalmente, el 
apartado IV se refiere a las diversas posibilidades que tienen los terceros 
en orden a intervenir en un proceso dé nulidad matrimonial. 
Junto a ello, quizá de mayor envergadura haya sido el intento de 
descubrir, a partir de la regulación concreta, cuál sea la concepción 
procesal subyacente en esa dicha normativa. 
En relación a este último punto, hubiera sido deseable dedicarle una 
parte de este trabajo. Después de sopesar las ventajas e inconvenientes 
que podrían surgir de su confección, la decisión se inclinó a mantener el 
trabajo tal como ahora se presenta, para evitar las repeticiones y múltiples 
remisiones a las que hubiese dado lugar. 
De ahí que se haya preferido entrar en diálogo -al hilo del estudio de 
las normas positivas- con las diferentes interpretaciones y sus autores, en 
lugar de dedicar apartados específicos para ello. 
Téngase en cuenta, en fin, que la función de esa deseable parte 
cumpliría es, en todo caso, la que desempeñan las conclusiones de este 
trabajo. 
I. CONSIDERACIONES GENERALES 
El derecho a impugnar el matrimonio está regulado, bajo este título, 
en el artículo 2 O (cánones 1 6 7 4 - 1 6 7 5 ) del capítulo referido a las causas de 
nulidad del matrimonio (cánones 1 6 7 1 - 1 6 9 1 ) . 
A diferencia del C . I . C . 17 , en la actualidad, el ius impugnandi se 
encuentra íntegramente regulado en los cánones del C . I . C . 83, sin que 
hasta el momento se haya publicado respuesta o Instrucción alguna que 
desarrolle, amplíe o complete tal normativa. 
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Como afirma Daneels, parece conveniente señalar el alcance exacto 
del título que encabeza el artículo 2 o . En efecto, cuando el artículo 2 o 
afirma el derecho de impugnar el matrimonio, no se refiere a cualquier 
impugnación del matrimonio -porque el vínculo matrimonial es sagrado-, 
sino a la impugnación de la validez de un matrimonio concreto, es decir, 
quiénes están legitimados para presentar una demanda ante el juez con 
objeto de obtener la declaración de nulidad de un matrimonio 1. 
A. Principales diferencias entre ambos códigos acerca del «ius 
impugnandi» 
1. Cambio de sistemática 
El derecho vigente contempla el ius impugnandi en los cánones 1674 
y 1675, que se corresponden, en alguna medida, con los cánones 1971 y 
1972 del C.I.C. 17. Sin embargo, observamos que el C.I.C. 83 ha 
adoptado una nueva sistemática omitiendo en su regulación cualquier 
canon que se pudiera corresponder con los cánones 1970 y 1973 del 
C.I.C. 17, referidos también a la impugnación del matrimonio. 
En efecto, el canon 1973 del C.I.C. 17 hacía referencia a la dispensa 
del matrimonio rato y no consumado que estaba, junto con los anteriores 
cánones, contenido bajo el título Del derecho a acusar el matrimonio y a 
pedir dispensa del rato. El C.I.C. 83 -al igual que la Instrucción Provida 
Mater Ecclesia- ha regulado en su artículo 2 o exclusivamente la legiti-
mación en las causas de nulidad matrimonial, trasladando los cánones 
referentes a la dispensa del matrimonio rato y no consumado a otro lugar 
del Código (cánones 1697 y ss.). Esta sistemática adoptada por el 
legislador constituye un acierto técnico porque responde, con mayor clari-
dad, a la diversa naturaleza de ambos institutos. Así, mientras que la 
persona que impugna la validez de un matrimonio solicita la declaración 
de nulidad, quien pide la dispensa de un matrimonio rato y no consu-
mado, solicita, por el contrario, una actuación graciosa del poder petrino 
1. Cfr. F. DANEELS, // Diritto di impugnare il matrimonio (cann. 1674-1675), en AA. 
VV., // processo matrimoniale canonico, Città del Vaticano 1988, p. 143. 
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para que disuelva el vínculo contraído válidamente, tomando como base la 
inconsumación del matrimonio y la causa aducida. 
Asimismo, el C.I.C. 83 omite un canon similar al canon 1970 del 
C.I.C. 17 en el que se recogía el principio de iniciativa de parte para las 
causas matrimoniales. Esta omisión evita la controversia que tal canon 
provocó respecto a la diferencia entre la acusación y la petición jurídica, 
pero puede llevar a cuestionarse la vigencia del principio de iniciativa de 
parte en las causas matrimoniales. Téngase en cuenta, sin embargo, que 
en la disciplina aplicable a los procesos en general, el C.I.C. 83 expresa el 
principio de iniciativa de parte en el canon 1501 2. 
La formulación del canon es nueva pero el principio afirmado, nemo 
iudex sine adore, forma parte de la doctrina canónica tradicional. 
De acuerdo con este canon, para que el juez pueda iniciar el examen 
de la causa es necesaria la presentación de una demanda, bien de la per-
sona interesada en las causas de interés privado (canon 1452 § 1), bien 
del promotor de justicia en las causas de interés público, bien del Ordi-
nario en las causas de nulidad de la sagrada ordenación 3. 
Como hemos anotado, el principio de iniciativa de parte no aparece 
directamente recogido en los cánones referentes a la impugnación del 
matrimonio. Sin embargo, si tenemos en cuenta los cánones 1674 y 1675, 
observamos cómo el juez no puede iniciar un proceso de nulidad matri-
monial si no existe una demanda previa que impugne la validez de un 
matrimonio. La demanda previa puede ser presentada, si se realiza en vida 
de los cónyuges, por los propios cónyuges, en virtud de su interés 
privado, y por el promotor de justicia, cuando exista un interés público en 
la impugnación del matrimonio (canon 1691 del C.I.C. 83) 4 ; cuando se 
trate de los supuestos de acusación postuma del matrimonio o prosecución 
2. Cfr. c. 1501: «Iudex nullam causam cognoscere potest, nisi petitio, ad normam 
canonum, proposita sit ab eo cuius interest, vel a promotore iustitiae». 
3 . Cfr. L. C H I A P P E T T A , Comentario al canon 1501, en «Il Codice di Diritto Cano-
nico», II, Napoli 1988, p. 619, n. 4827. 
4 . Cfr. L. C H I A P P E T T A , Comentario al canon 1674..., cit, p. 732, n. 5160; C. 
T R I C E R R I , Comentario al canonl674, en «Commento al Codice di Diritto Canonico», Edi-
ción comentada por la Pontifica Università Urbaniana, Roma 1985, p. 955; A . P É R E Z 
R A M O S , Modificaciones en el nuevo proceso de nulidad matrimonial, en A A . V V . , Dimen-
siones jurídicas del factor religioso. Estudios en homenaje al Profesor Lopez Alarcón, Mur-
cia 1987, p. 413. 
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post mortem de la causa, la demanda puede ser presentada por los sujetos 
señalados en los cánones 1675 y 1518. 
En consecuencia, dado que el principio de iniciativa de parte aplicable 
a los procesos en general, también se extiende a las causas de nulidad 
matrimonial, el proceso iniciado sin previa demanda, esto es, sin iniciativa 
de parte, pública o privada, incurriría en la nulidad insanable establecida 
en el canon 1620, 4 o 5 . 
Después de realizar estas breves referencias a los cánones del C.I.C. 
17 no contemplados en la regulación que el C.I.C. 83 hace del ius 
impugnandi, conviene hacer unas consideraciones acerca del contenido de 
los cánones 1674 y 1675. 
2. «Ius accusandi» y «ius impugnandi» 
En este apartado debemos referirnos a una cuestión terminológica. En 
efecto, el C.I.C. 17 hacía uso del término acusación del matrimonio, 
recordando de este modo los caracteres penales provenientes del proce-
dimiento criminal romano 6. 
Sin embargo, ya desde los inicios del proceso de codificación el tér-
mino acusación fue sustituido por otro más correcto, el término impug-
nación. Este último apareció ya en el número 27 de la relación publicada 
en 1970 por el coetus De Processibus1; se mantuvo en el Schema del 76 
y, en consecuencia, el término impugnación será el definitivamente 
adoptado por el C.I.C. 83. Baste para ello observar el título del artículo 
2 o : Del derecho a impugnar el matrimonio, y la redacción del canon 1674. 
Los motivos que impulsaron al legislador a sustituir la expresión 
acusación por la de impugnación son claros: por un lado, el término 
impugnación resulta más técnico que el de acusación y, por otro lado, 
refleja con mayor claridad la manifiesta diferencia que existe entre el 
proceso matrimonial canónico y el proceso criminal. 
5. Cfr. c. 1620, 4 o : «Iudicium factum est sine iudiciali petitione, de qua in can. 1501, 
vel non institutum fuit adversus aliquam partem conventam». 
6. Cfr. M . L . JORDÁN, Mala fe y acción de nulidad en el matrimonio canónico, Pam-
plona 1985, pp. 33-34; A. EsMEIN, Le mariage en droit canonique, París 1891, p. 405; M . 
MARTÍNEZ C A V E R O , La acusación del matrimonio ante los Tribunales Eclesiásticos, en 
«Revista de Derecho Procesal Iberoamericano» II (1969), p. 464. 
7. Cfr. Communicationes 2 (1970), p. 189. 
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Una excepción a esta variante la encontramos en el canon 1675 § 1. 
En efecto, tanto en los diversos esquemas del proceso de codificación, 
como en la redacción definitiva de este canon, se mantiene la expresión 
non fuit accusatum. La expresión parece carecer de cualquier intencio-
nalidad concreta y, como afirma Zayas, debió permanecer en la redacción 
del canon por inadvertencia del legislador8. En consecuencia, sería conve-
niente que fuese modificada para dar una mayor coherencia a la redacción 
de los cánones. 
Daneels todavía va más allá al afirmar que la sustitución del término 
«acusación» por la expresión «impugnación» no es totalmente satisfac-
toria ya que, en el término impugnación, permanece todavía cierto sentido 
de pugna y de lucha, muy ajeno a la naturaleza de los procesos de nulidad 
matrimonial 9 . Esta afirmación recuerda a la animadversio propuesta al 
canon 338 en la que se pedía la sustitución -precisamente con objeto de 
rechazar la idea de pugna- de la expresión «Hábiles sunt ad matrimonium 
impugnandum» por la cláusula «Hábiles sunt ad actionem de validitate 
matrimonii instituendam». Sin embargo, los consultores rechazaron esta 
propuesta «quia ratio mutationis non videtur fundata» 1 0. 
3 . Principales modificaciones de la normativa vigente 
La regulación contenida en los cánones 1674 y 1675 presenta un 
número de cambios bastante significativos respecto a la del C.I.C. 17. Es 
cierto que algunos de estos cambios fueron introducidos en la legislación 
precedente, especialmente a partir del Concilio Vaticano I I 1 1 , sin em-
bargo, las modificaciones más importantes se realizaron en el proceso de 
codificación del C.I.C. 83. Sin perjuicio de un estudio detenido -del que 
nos ocuparemos en páginas posteriores- haremos una breve enumeración 
de las principales innovaciones: 
8 . Cfr. M . ZAYAS LOS procesos especiales en el nuevo Código de Derecho Canónico, 
en AA. VV., Curso de Derecho Matrimonial y Procesal Canónico para profesionales del foro, 
6, Salamanca 1 9 8 4 , p. 2 8 2 , n. 6 7 . 
9 . Cfr. F . DANEELS, // diritto di impugnare.., cit, p. 1 4 4 . 
1 0 . Cfr. Communicationes 1 1 ( 1 9 7 9 ) , p. 2 5 9 . 
1 1 . Cfr. G. SHEEHY, Introducing a case of nullity of marriage, en AA. VV., Dilexit 
iustitiam, Roma 1 9 8 4 , p. 3 4 1 . 
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1. Cualquier cónyuge puede impugnar la validez de su matrimonio, 
aunque sea acatólico -bautizado o no bautizado-, fuera causa de la nulidad 
o estuviera excomulgado. 
2. El promotor de justicia es hábil para impugnar el matrimonio 
cuando la nulidad se haya divulgado y no se pueda o no sea oportuno 
convalidar el matrimonio. 
3. Desaparece de la regulación el instituto de la denuncia del 
matrimonio. 
4. La impugnación postuma del matrimonio puede ser ejercida cuan-
do la cuestión de la validez sea prejudicial para resolver otra controversia, 
no sólo en el fuero canónico sino también en el fuero civil. 
5. Respecto a la prosecución post mortem, si la causa no ha 
concluido, además del heredero o sucesor del difunto, puede reanudarla el 
legítimamente interesado; si la causa ha concluido, el juez debe proceder 
después de haber citado a un sustituto legítimo del cónyuge difunto 1 2. 
Estas innovaciones, introducidas durante el proceso de codificación, 
pueden ser calificadas de positivas y, en nuestra opinión, han constituido 
un acierto del legislador. 
En efecto, mientras que la regulación del ius accusandi en el C.I.C. 
17 era confusa y compleja, haciendo necesaria la promulgación de la 
Instrucción Provida Mater Ecclesia y de numerosas respuestas con objeto 
de delimitar su alcance y contenido, el tratamiento del ius impugnandi en 
la actual normativa -además de introducir variaciones acertadas en su 
contenido- ha simplificado enormemente su regulación, dotándola de 
claridad, sencillez y concisión. 
B. La concepción procesal subyacente en los cánones 1674 y 1675 
Sin embargo, a pesar de las numerosas modificaciones, del estudio 
detenido de los cánones 1674 y 1675 parece deducirse que el legislador 
del C.I.C. 83 ha mantenido, esencialmente, la misma concepción procesal 
sobre la que descansaba la regulación del ius accusandi en el C.I.C. 17. 
En efecto, el C.I.C. 83 solamente concede legitimación originaria a 
aquellas personas que sean titulares de los derechos matrimoniales y, en 
12. Cfr. F. DANEELS, // diritto di impugnare..., cit, p. 152. 
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consecuencia, titulares del derecho a solicitar la declaración de nulidad del 
matrimonio, es decir, los cónyuges. La razón de este modo de proceder 
-similar a la adoptada por el C.I.C. 17-, puede encontrarse en el hecho de 
que la disciplina canónica sólo concede el derecho de acción en virtud, no 
de un interés legítimo, sino de la titularidad de un derecho. 
Los terceros diferentes de los cónyuges, de ningún modo gozan de 
legitimación originaria. Sin embargo, en algunas ocasiones expresamente 
previstas por la ley, el legislador puede conceder legitimación sustitutiva a 
personas que si bien carecen del derecho, son portadoras de un interés 
legítimo que el ordenamiento desea proteger. Mediante la legitimación 
sustitutiva, estas personas están legitimadas por la ley para el ejercicio de 
un derecho ajeno en virtud de un interés propio. 
Teniendo en cuenta lo anterior y centrándonos en la regulación de 
los procesos de nulidad matrimonial, observamos cómo el canon 
1674, I o reconoce legitimación originaria a los cónyuges, mientras que 
los cánones 1674,2 o , 1675 y 1518 otorgan legitimación sustitutiva a otras 
personas. 
El canon 1674, 2 o otorga legitimación para impugnar un matrimonio 
en vida de los cónyuges, exclusivamente -aparte de los propios 
cónyuges-, al promotor de justicia. 
En cambio, los cánones 1675 y 1518 -referidos a la acusación 
postuma del matrimonio y a la prosecución post mortem de la causa, 
respectivamente- reconocen legitimación sustitutiva a terceras personas, 
siempre y cuando se cumplan determinados requisitos. 
De lo expuesto, parece deducirse con claridad que la actual regulación 
ha mantenido, en esencia, la misma concepción procesal presente en la 
regulación del ius accusandi en el C.I.C. 17, es decir, legitimación 
originaria en virtud de un derecho propio y, legitimación sustitutiva 
otorgada por la ley para proteger determinados intereses. 
Algunos autores han propuesto una interpretación diversa de los cá-
nones 1674 y 1675. Para éstos, la legitimación contenida en estos cáno-
nes se fundamenta en la titularidad de un interés legítimo, en lugar de 
hacerlo en la titularidad de un derecho a la declaración de nulidad, derecho 
que -según afirman- no existe como tal derecho subjetivo. En consecuen-
cia, todos aquellos que tengan un interés legítimo en la impugnación de un 
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matrimonio gozarían de legitimación ad causam13. El mejor modo de 
tutelar estos intereses legítimos consistiría en conceder legitimación ad 
processum, esto es, derecho de acción, a todos aquellos sujetos que tu-
vieran legitimación ad causam. Sin embargo, esta aproximación no 
siempre es posible y, por diversos motivos, el legislador puede restringir 
y modalizar la legitimación ad causam a través de la legitimación ad 
processum. 
Este sería el caso -afirman esos autores- del canon 1674 que restringe 
la legitimación ad causam para impugnar la validez de un matrimonio en 
vida de los cónyuges. En efecto, este canon sólo otorga legitimación ad 
processum a los propios cónyuges y al promotor de justicia, excluyendo 
de la impugnación a los terceros -para mejor salvaguardar la validez del 
matrimonio- que, por ser titulares de un interés legítimo, gozarían de 
legitimación ad causam. 
Esta restricción contenida en el canon 1674 -que, como su propio 
nombre indica, es una excepción a la regla general de la aproximación de 
la legitimación ad processum a la legitimación ad causam- no existe en los 
supuestos de acusación postuma del matrimonio y de prosecución post 
mortem de la causa. En efecto, en estos casos, el canon 1675 y 1518 
reconocen legitimación ad processum a quien sea portador de un interés 
legítimo 1 4 . 
Sin embargo, en nuestra opinión, esta interpretación doctrinal no 
responde a la regulación que el C.I.C. 83 hace del ius impugnandi. En 
efecto, parece más bien que, en la regulación actual, el legislador ha 
basado el derecho de acción en la titularidad de un derecho, el derecho a 
13. RODRÍGUEZ-OCAÑA señala que esta interpretación es más acorde con el concepto de 
acción de nulidad. En efecto, cuando se trata de la anulabilidad de un acto, solo el interesado 
que padeció la ignorancia, el error, etc., puede impugnar el negocio. Sin embargo, cuando 
nos referimos a una acción de nulidad -como es el caso de la impugnación de la validez del 
matrimonio- lo que se pretende es declarar inexistente algo jurídicamente existente en apa-
riencia y, por tanto, están legitimados para impugnar el negocio, no sólo los sujetos del 
contrato, sino también otros sujetos distintos afectados por la apariencia del acto y que 
quieran defender sus legítimos intereses. Cfr. R. R O D R Í G U E Z - O C A Ñ A , La legitimación 
originaria y sucesiva en los procesos de nulidad matrimonial, en «Ius Canonicum» XXVII 
(1987), p. 188. 
14 . Cfr. C. DE DlEGO-LORA, La tutela de los derechos en la Iglesia, en A A . W . , Manual 
de Derecho Canónico, Pamplona 1988, p. 732; M. LÓPEZ-ALARCÓN-R. NAVARRO V A L S , Curso 
de Derecho matrimonial canónico y concordado, Madrid 1984, p. 301; R. R O D R Í G U E Z -
O C A Ñ A , La legitimación originaria..., cit, pp. 181-197. 
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impugnar el matrimonio que -como más adelante veremos- considera 
como un auténtico derecho subjetivo. Siendo ésta la regla general, el 
legislador ha extendido -en determinados casos- la legitimación a otros 
sujetos mediante la legitimación sustitutiva con objeto de proteger su 
interés. 
Este enfoque -diferente al propuesto por aquellos autores, en el que la 
regla general es la legitimación en virtud del interés legítimo y, la excep-
ción, la restricción de los terceros en orden a la impugnación del matri-
monio en vida de los cónyuges- parece más acorde con la ausencia de le-
gitimación de los terceros para impugnar el matrimonio en vida de los 
cónyuges, ya que los terceros, en algunas ocasiones, serán titulares de un 
interés legítimo y, como regla general, el legislador no puede privarles de 
la protección de este interés. 
Ahora bien, si esta interpretación basada en el interés no parece 
compatible con la regulación del C.I.C. 83, pensamos que constituye una 
alternativa válida y con mayor fundamento en la realidad que la mantenida 
por el legislador. En efecto, el concepto de interés legítimo como 
fundamento del derecho de acción es más amplio y exacto que el del 
derecho subjetivo y, además, haría posible la atribución de legitimación 
activa a los terceros -protegiendo sus intereses privados- cuando tuvieran 
un interés legítimo para impugnar la validez del matrimonio. 
Hasta este momento nos hemos referido exclusivamente a la legiti-
mación activa, y conviene también hacer una breve referencia a la legiti-
mación pasiva. La regulación del C.I.C. 83 -al igual que ocurría en el 
C.I.C. 17- no contiene ningún canon donde se regule la legitimación pa-
siva en los procesos de nulidad matrimonial. El legislador, con mayor 
acierto, podría haber incluido un canon paralelo al canon 1674 en el que 
se recogiera la posición del cónyuge o de los cónyuges demandados, del 
defensor del vínculo y de los terceros, en el caso de que a éstos últimos se 
les reconociera legitimación pasiva. 
Rodríguez-Ocaña interpreta el silencio del C.I.C. 83 según el 
principio «favoribilia amplianda, odiosa restringenda» contenido en el 
canon 18 y, de acuerdo con el canon 19, mantiene que se debe hacer una 
interpretación a favor de la extensión de la legitimación pasiva en las 
causas de nulidad matrimonial. En consecuencia, aquellos sujetos 
-distintos de los cónyuges y del defensor del vínculo- que sean portadores 
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de un interés legítimo, tienen legitimación pasiva. El autor propone, 
como instrumento procesal para llevar a término esta legitimación, los 
distintos supuestos de litisconsorcio activo o pasivo delineados por la 
doctrina 1 5 . 
La interpretación del autor parece no estar en sintonía con la concep-
ción procesal que -como anteriormente expusimos- está en la base de la 
regulación del ius impugnandi en el C.I.C. 83. En efecto, si el legislador 
no ha concedido legitimación sustitutiva activa a los terceros con objeto de 
proteger sus intereses privados, del silencio del C.I.C. 83 parece más ló-
gico concluir que tampoco ha querido concederles legitimación pasiva. En 
consecuencia, al carecer de legitimación pasiva, el único instituto previsto 
por el legislador para otorgar cierta protección a los intereses privados de 
los terceros es la intervención de tercero 1 6. 
Sin embargo, si el legislador adoptara en los procesos de nulidad 
matrimonial -como ya hemos sugerido- la concepción procesal que atri-
buye el derecho de acción a quien sea titular de un interés legítimo, no ha-
bría inconveniente en reconocer legitimación pasiva a los terceros, y los 
intereses privados de éstos estarían mucho mejor protegidos que en la ac-
tualidad, teniendo en cuenta que la intervención de tercero no otorga una 
amplia protección a los intereses privados. 
Finalmente, hemos de señalar que, a lo largo del presente trabajo, 
haremos exclusiva referencia a la legitimación en el proceso ordinario 
de nulidad matrimonial, por lo que, respecto al proceso documental 
(cánones 1686-1688), baste señalar que la iniciativa de parte también 
corresponde a los comprendidos en el canon 1674 y que, también rige, a 
efectos de caducidad de la acción de nulidad, lo establecido en el canon 
1 6 7 5 1 7 . 
1 5 . Cfr. R. RODRÍGUEZ-OCAÑA, La legitimación originaria y sucesiva..., cit, pp. 1 9 0 -
1 9 1 . 
1 6 . Cfr. L . M A D E R O , La tutela procesal del derecho de los hijos a la estabilidad 
familiar, en AA.VV., Cuestiones fundamentales sobre matrimonio y fantilia. II Simposio 
Internacional de Teología, Pamplona 1 9 8 0 , pp. 5 3 7 - 5 3 8 . 
1 7 . Cfr. C. DE DIEGO-LORA, El proceso documental del nuevo Codex Iuris Canonici, en 
«Ius Canonicum» 1 3 ( 1 9 8 3 ) , p. 6 6 6 ; M . Z A Y A S , Los procesos especiales en el nuevo 
Código..., cit, p. 2 8 2 . 
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II. L E G I T I M A C I Ó N O R I G I N A R I A 
La legitimación originaria se encuentra regulada en el canon 1674, I o 
del C.I.C. 83 1 8 . 
Antes de comenzar su estudio, debe hacerse notar una importante 
diferencia con respecto a la regulación anterior. En efecto, el canon 1971 
§ 1, I o del C.I.C. 17 regulaba en un mismo canon la habilidad para 
entablar la acusación -no sólo en las causas de nulidad-, sino también en 
las causas de separación. La regulación actual -al igual que ya hizo la 
Instrucción Provida Mater Ecclesia- ha tratado esta cuestión con mayor 
acierto al prescribir, en el canon 1674, I o , la habilidad para impugnar la 
validez del matrimonio y, en los cánones 1152, 1153 y 1693 § 1, la 
legitimación en las causas de separación. 
De acuerdo con esta normativa, los cónyuges están legitimados, de 
forma general, para impugnar la validez de su matrimonio ante los tribu-
nales de la Iglesia (de la comparación con el canon 1675 se desprende que 
ambos cónyuges deben estar vivos 1 9 ) por cualquier causa de nulidad, es 
decir, existencia de un impedimento, vicio de consentimiento o defecto de 
forma legítima. Como más adelante veremos, no importa a efectos de im-
pugnación del matrimonio que los cónyuges, sean acatólicos -bautizados 
o no-, fueran causa del impedimento o estuvieran excomulgados. 
A. Fundamento de la legitimación de los cónyuges 
Anteriormente hemos afirmado que el legislador únicamente reconoce 
legitimación originaria a los propios cónyuges. En efecto, la disciplina 
canónica sólo otorga derecho de acción en virtud, no de un interés legí-
timo, sino de un derecho subjetivo (c. 1491). En consecuencia, al ser los 
propios cónyuges los titulares de los derechos matrimoniales -y más en 
concreto, los titulares del derecho a impugnar la validez de su matrimonio-
es lógico que sean ellos los únicos que gocen de legitimación originaria. 
Las demás personas sólo podrán gozar de legitimación sustitutiva cuando 
así lo establezca el Código. 
18. Cfr. c. 1674: «Hábiles sunt ad matrimonium impugnandum: I o coniuges». 
19. Cfr. F. DANEELS, // diritto di impugnare.., cit, p. 144. 
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Observando esta construcción jurídica es fácil apreciar que el 
fundamento sobre el que descansa es la afirmación de la existencia de un 
derecho subjetivo a impugnar la validez del matrimonio. Ante esta 
afirmación, cabe plantearse las siguientes cuestiones: ¿es correcto tal 
planteamiento?, ¿existe un derecho subjetivo a solicitar la declaración de 
nulidad?, ¿en qué derecho subjetivo se apoya el ius impugnandil 
Rodríguez-Ocaña sostiene que tal planteamiento no es correcto por-
que «el ius accusandi, realmente, sólo se apoya en el matrimonio nulo. 
Los supuestos cónyuges, en el momento de pedir la declaración de nuli-
dad ante el competente tribunal eclesiástico, no podrán aducir como fun-
damento de su derecho de acción un derecho subjetivo concreto, por la 
sencilla razón de que éste no existe, y sería un error pensar que se encuen-
tra en el c. 1674 porque tal norma contempla exclusivamente el recono-
cimiento a unas personas determinadas de una concreta acción, sin 
adentrarse en descubrirnos el fundamento de esta acción. Decíamos que el 
ius accusandi tiene como sustrato el matrimonio nulo, es decir, una 
situación jurídica concreta en la cual distintos sujetos (cónyuges, hijos, 
parientes) ocupan diversas posiciones enfrentadas o concordes depen-
diendo de los intereses legítimos no satisfechos por la nulidad de la 
relación matrimonial» 2 0. 
Ciertamente, el objeto del juicio no se refiere a un derecho de una 
parte respecto a una obligación de la otra, sino más bien, a la declaración 
de que un acto jurídico (la celebración del matrimonio) haya tenido los 
elementos formales y sustanciales para la validez del mismo. 
Sin embargo, en nuestra opinión, los cónyuges tienen un derecho 
subjetivo a que se emita la declaración sobre la validez o nulidad de su 
matrimonio porque lo que está enjuego es algo de tanta importancia como 
la determinación de su status personal. En efecto, los cónyuges tienen 
derecho a que se declare cuál es su status personal, a saber su condición 
frente a la Iglesia y frente a la sociedad y a que no se viole el derecho 
natural a contraer y vivir en matrimonio válido 2 1. 
2 0 . R . RODRÍGUEZ-OCAÑA, La legitimación originaria y sucesiva..., cit, p. 1 8 6 . 
2 1 . Cfr. J. J. GARCÍA F A Í L D E , Principios inspiradores del proceso de nulidad matrimo-
nial, en «Ius Canonicum» XXVII ( 1 9 8 7 ) , pp. 1 5 5 - 1 5 6 ; F . S A L E R N O , Processo matrimoniale, 
en «Enciclopedia del diritto» 3 6 ( 1 9 8 7 ) , p. 9 1 4 . 
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En consecuencia, la acción que ejerce el cónyuge es una acción 
meramente declarativa, aun cuando al ejecutar la sentencia, pudiera 
parecer que se trata de una acción constitutiva por los efectos que conlleva 
respecto a la Iglesia, a los demás fieles y a los propios cónyuges 2 2 . 
En este sentido, la afirmación de la existencia de un auténtico derecho 
subjetivo parece en mayor consonancia con el título del artículo 2 o : Del 
derecho a impugnar el matrimonio y confirma la concepción procesal del 
C.I.C. 83 acerca de la legitimación originaria y sucesiva. 
Asimismo, el ius impugnandi constituye una expresión del canon 221 
§ 1, según el cual, compete a los fieles reclamar legítimamente los 
derechos de que gozan en la Iglesia y defenderlos en el fuero eclesiástico 
competente. Correlativo a este derecho, Daneels afirma el deber de los 
jueces y de los Pastores de la Iglesia de administrar justicia a los fieles con 
la misma solicitud que requiere el bien de las almas 2 3 . 
B . Valor de las antiguas limitaciones al «ius accusandi» 
La normativa vigente, al reconocer -de modo general- la legitimación 
de los cónyuges para impugnar la validez de su matrimonio, ha suprimido 
las limitaciones que la regulación anterior imponía al ius impugnandi. 
1. El cónyuge culpable del impedimento 
El canon 1674, I o permite que cualquier cónyuge impugne la validez 
de su matrimonio, sin que sea obstáculo para ello que el cónyuge sea 
culpable del impedimento. 
En efecto, el C.I.C. 83 ha suprimido la cláusula «nisi ipsi fuerint 
impedimenti causa», contenida en el canon 1971 § 1, I o del C.I.C. 17 y 
recogida en el artículo 35 § 1, I o de la Instrucción Provida Mater Ecclesia, 
que hacía posible la privación del ius accusandi a los cónyuges que fueran 
causa directa y dolosa de la nulidad. 
22 . Cfr. M. F. POMPEDDA, L'assenza della parte nel giudizio di nullità di matrimonio, 
en «Studi di diritto canonico matrimoniale e processuale» 4 (1986), pp. 23-24. 
2 3 . Cfr. F. D A N E E L S , / / diritto di impugnare..., cit, p. 144. 
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La derogación de esta limitación debió plantearse en los inicios del 
proceso de codificación. En efecto, el número 27 a) de la relación de 
1970 2 4 , presentada por el coetus De Processibus, aludió expresamente a 
esta limitación y defendió la conveniencia de su supresión, argumentando 
para ello los siguientes motivos: las dificultades, casi insuperables, que 
provocaban en los tribunales la exclusión de los cónyuges que fueran 
causa directa y dolosa de la nulidad; la imposibilidad de exigir a alguien 
que permanezca en el concubinato como castigo por la mala fe con la que 
contrajo; y, finalmente, la dificultad de hacer constar jurídicamente el 
arrepentimiento. 
Estos motivos fueron íntegramente recogidos en el número 52 de los 
Praenotanda del Schema del 7 6 2 5 , y el canon 338 de dicho Schema 
-referido al ius impugnandi- no incluyó la cláusula de culpabilidad en su 
formulación. En los sucesivos esquemas, tampoco fue incluida la cláusula 
de culpabilidad, siendo definitivamente derogada con la promulgación del 
C.I.C. 83. 
2. El cónyuge acatólico, bautizado o no bautizado 
El canon 1674, I o -de acuerdo con la Respuesta de la Pontificia 
Comisión para la Interpretación de los Decretos del Concilio Vaticano II-
guarda silencio acerca de la privación del derecho de impugnar la validez 
del matrimonio por los acatólicos. 
El Decreto del 27 de enero de 1928 de la Congregación del Santo 
Oficio, tomando como fundamento los cánones 87 y 1646 del C.I.C. 17, 
prohibió que los acatólicos pudieran impugnar la validez de su matrimonio 
a no ser que, en cada caso, fueran admitidos por la citada Congre-
g a c i ó n 2 6 . Esta prohibición fue recogida en el artículo 35 § 3 de la 
Instrucción Provida Mater Ecclesia y extendida a los apóstatas mediante el 
Decreto de la Congregación del Santo Oficio de 15 de enero de 1940 2 7 . 
Bajo el influjo de algunas ideas subyacentes en diversos documentos 
conciliares que matizaban el contenido del canon 87 comenzaron los 
24 . Cfr. Communicationes 2 (1970), p. 189. 
25 . Cfr. ¡bidem 6 (1974), pp. 216-218. 
26 . Cfr. AAS XX (1928), p. 75. 
27 . Cfr. AAS X X X n (1940), p. 52. 
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trabajos de codificación del C.I.C. 83 y, ya en sus inicios, el coetus De 
Processibus se cuestionó directamente el canon 1646, que hacía posible la 
prohibición del decreto de 1928. En este sentido, el número 14 de la 
relación publicada en 1970 afirmó que también el no bautizado podía ser 
actor. El coetus sostenía que, si un infiel solicitaba el ministerio del juez 
eclesiástico, debía ser admitido para actuar en la causa. A fortiori, este 
argumento servía también para los acatólicos bautizados. Por tanto, 
difícilmente podía ser admitida en derecho la regulación anterior por la que 
los acatólicos podían ser admitidos, con la venia de un dicasterio, como si 
se les otorgara personalidad jurídica ad tempus2*. 
En consecuencia, el número 27, que se refería directamente al ius 
impugnandi, afirmaba en su apartado b), que una vez reformado el canon 
1646 (cfr. n. 14) se hacía evidente la abolición de la prohibición 2 9. 
Los principios que informaron los trabajos de la comisión de codifi-
cación culminaron en la Respuesta de la Comisión Pontificia para la Inter-
pretación de los Decretos del Concilio Vaticano II, de 8 de enero de 
1973 3 0 . Esta respuesta derogó expresamente la prohibición contenida en 
el Decreto de 27 de enero de 1928 y recogida en el artículo 35 § 3 de la 
Instrucción Provida Mater Ecclesia. A partir de entonces, los acatólicos, 
bautizados o infieles, podían ser actores en las causas matrimoniales en 
idénticas condiciones que los católicos y, en estas mismas condiciones, 
podría actuar el promotor de justicia cuando existieran razones de bien 
público. 
Tres años más tarde, el coetus De Processibus publicó el Schema de 
1976 acompañado de 16 páginas de Praenotanda. El número 10 de los 
Praenotanda recogió el contenido del número 14 de la relación de 1970 3 1 
y el canon 82 del Schema (equivalente al canon 1646 del C.I.C. 17) 
suprimió la cláusula nisi a sacris canonibus prohibeatur, estableciendo, 
con carácter general, que cualquier persona, bautizada o no, podía deman-
dar en juicio 3 2 . 
2 8 . Cfr. Communicationes 2 ( 1 9 7 0 ) , p. 1 8 5 . 
2 9 . Cfr. Ibidem 2 ( 1 9 7 0 ) , p. 1 8 9 . 
3 0 . Cfr. AAS LXV ( 1 9 7 3 ) , p. 5 9 . 
3 1 . Cfr. Communicationes 8 ( 1 9 7 6 ) , pp. 1 9 3 - 1 9 4 . 
3 2 . Cfr. PONTIFICIA COMMISSIO CODICIS IURIS CANONICI RECOGNOSCENDO, Schema ca-
nonum de modo procedendi pro tutela iurium seu de processibus, T . P . Vaticanis 1 9 7 6 , p. 2 1 , 
c. 8 2 . 
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En consecuencia, el número 52 de los Praenotanda, referido al ius 
impugnandi, autorizaba la acusación de los no bautizados 3 3 y el canon 
338 (equivalente al canon 1971 del C.I.C. 17) guardó silencio sobre la 
privación del ius impugnandi a los acatólicos 3 4. 
El canon 82 -a excepción de la sustitución del término «reus» por la 
expresión «pars»- ha sido recogido sin modificaciones en el canon 1476 
del C.I.C. 8 3 3 5 constituyendo un «precepto primario para la constitución 
del contradictorio procesal» 3 6 y, «una concreción de la dignidad de la 
persona humana en el ámbito judicial» 3 7. 
Por la forma absoluta en que se expresa el canon, y la supresión de la 
cláusula «nisi a sacris canonibus prohibeatur», parece que no es posible 
hacer excepciones a su formulación (no sucedía así en el canon 1646 del 
C.I.C. 17) y, por tanto, no crea dificultad alguna el canon 96, que 
representa sustancialmente al canon 87 3 8 . 
En efecto, Daneels afirma que, para poder actuar en juicio ecle-
siástico, es suficiente la dignidad humana, sin que sea necesario gozar de 
personalidad jurídica en la Iglesia por medio del bautismo, la comunión 
eclesiástica y la ausencia de una sanción legítimamente impuesta 3 9. 
En consecuencia, tanto los infieles como los herejes, cismáticos y 
excomulgados (éstos últimos, con doble motivo por haberse suprimido 
los cánones 1654 y 1628 § 3 del C.I.C. 17), gozan de capacidad procesal 
para actuar en juicio y, por tanto, no pueden ser privados -de acuerdo 
con la regulación vigente- del derecho a impugnar la validez de su 
matrimonio. 
Coherente con esta disciplina, el canon 1674, I o -que recoge el canon 
338 del Schema del 76- guarda silencio sobre la privación del ius 
3 3 . Cfr. Communicationes 8 ( 1 9 7 6 ) , p. 1 9 3 - 1 9 4 . 
3 4 . Cfr. PONTIFICIA COMMISSIO CODICIS IURIS CANONICI RECOGNOSCENDO, Schema cano-
num..., cit, p. 7 8 , c. 3 3 8 . 
3 5 . Cfr. c. 1 4 7 6 : «Quilibet, sive baptizatus sive non baptizatus, potest in iudicio 
agere; pars autem legitime conventa responderé debet». 
3 6 . C. DE D I E G O - L O R A , Comentario al canon 1476, en «Código de Derecho 
Canónico», Edición anotada, Pamplona 1 9 8 7 , p. 8 8 9 . 
3 7 . R. R O D R Í G U E Z - O C A Ñ A , El derecho de acción procesal de los apóstatas en el Código 
Oriental, en «Ius Canonicum» XXVIII ( 1 9 8 8 ) , p. 2 3 0 . 
3 8 . Cfr. J. M . P I N T O , La giurisdizione, en AA.VV., II processo matrimonióle 
canónico, Cittá del Vaticano 1 9 8 8 , p. 6 3 . 
3 9 . Cfr. F. D A N E E L S , / / dirilto di impugnare..., cit, p. 1 4 5 . 
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impugnandi a los cónyuges acatólicos y considera hábil para impugnar el 
matrimonio a cualquier cónyuge. 
3 . Ventajas e inconvenientes de la actual regulación 
En nuestra opinión, la reforma del legislador, suprimiendo las 
limitaciones impuestas al cónyuge causa directa y culpable del impe-
dimento y al cónyuge acatólico, contempladas en la regulación anterior, 
merece un juicio positivo y constituye un acierto del legislador. 
En efecto, la derogación de la cláusula de culpabilidad, como bien 
afirmó el coetus De Processibus, colabora al bien de las almas, evitando 
que alguien pueda permanecer en concubinato por la mala fe con la que 
contrajo, y otorga una mayor claridad a la regulación vigente, teniendo en 
cuenta las dificultades, casi insuperables, que provocó la interpretación y 
aplicación de la cláusula 4 0. 
Asimismo, la supresión de la privación del ius impugnandi al 
cónyuge acatólico favorece una mejor tutela de los derechos, no sólo del 
fiel sino de toda persona humana en cuanto tal, protege con mayor 
amplitud el ius impugnandi, y evita la discriminación consistente en que, 
estando los matrimonios mixtos sometidos a la jurisdicción de la Iglesia, 
mientras los católicos podían acusar la nulidad de su matrimonio, los 
acatólicos estaban privados de este derecho, requiriendo para su ejercicio 
licencia de la Santa Sede en cada caso 4 1 . 
Es cierto, sin embargo que, aunque el objeto de la reforma no haya 
sido facilitar las declaraciones de nulidad, en la práctica -como afirma 
Ciprotti- ha conducido a ese efecto 4 2 . Asimismo, es posible que, según la 
nueva normativa, como escribía Berton hace cincuenta y un años para el 
supuesto en que no existieran las limitaciones establecidas en el canon 
1971 del C.I.C. 17, los cónyuges puedan, con facilidad, disimular la 
causa de nulidad antes de la celebración del matrimonio, procurarse una 
4 0 . Cfr. Communicationes 2 ( 1 9 7 0 ) 1 8 9 ; G . P. VALSECCHI, / processi, en A A . W . , La 
normativa del nuovo códice, Brescia 1 9 8 3 , pp. 3 7 7 - 3 7 8 . 
4 1 . Cfr. J. L. ACEBAL, Observaciones sobre la introducción de la causa, concordia del 
dubio e instancia de la litis, en A A . W . , Curso de derecho matrimonial y procesal canónico 
para profesionales del foro, Salamanca 1 9 7 5 , p. 1 4 9 . 
4 2 . Cfr. P. CIPROTTI, Nullité et dissolution da mariage. Aspects anciens et récents, en 
«L'année canonique» XXXII ( 1 9 8 9 ) , p. 1 8 8 . 
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prueba y, después de su celebración -según su gusto-, impugnar la 
validez del matrimonio eludiendo de este modo la ley divina de la 
indisolubilidad 4 3 
Con objeto de responder a estas acertadas consideraciones, hemos de 
señalar con Ciprotti que también en el C.I.C. 83 se han incluido reformas 
con objeto de dificultar -en alguna medida- las declaraciones de nulidad. 
Piénsese, por ejemplo, en los cánones 1059, 1086 § 1 y 1117 4 4 . 
Asimismo, el coetus, en el mismo número 27 de la relación de 1970, 
donde suprimía la limitación del cónyuge causa directa y dolosa de nuli-
dad, estableció que debían ser tomadas, desde el punto de vista pastoral, 
las oportunas medidas y cautelas ante las nuevas nupcias de los que hayan 
sido causa directa y dolosa de la nulidad del matrimonio anterior 4 5. 
Ciertamente, el texto no concreta las medidas que deban tomarse, 
pero, como afirma Daneels, entre otras cautelas, al cónyuge que haya sido 
causa directa y dolosa de la nulidad del matrimonio se le debe aplicar lo 
dispuesto canon 1071 § 1, 3° 4 6 , es decir, salvo caso de necesidad, nadie 
puede asistir sin licencia del Ordinario al matrimonio de aquel que tenga 
obligaciones naturales con otra persona o con los hijos nacidos de una 
unión anterior. 
Finalmente resta decir que, de acuerdo con el canon 1676, y aunque 
el canon 1674, I o no lo diga de modo expreso, a diferencia del canon 
1674, 2 o , el juez, antes de aceptar la demanda presentada por cualquiera 
de los cónyuges, debe emplear todos los medios pastorales que tenga a su 
alcance para que los cónyuges convaliden su matrimonio y restablezcan la 
convivencia conyugal 4 7 . 
4 3 . «Les époux peuvent facilement avant la célébration dissimuler la cause de nullité, 
s'en préconstituer la preuve, puis après la célébration selon leur bon plaisir accuser le ma-
riage et ainsi se jouer de la loi divine de l'indissolubilité». En P. BERTON, La conception de la 
nullité de mariage en droit civil français et en droit canonique moderne, Paris 1938, p. 121. 
Citado por P. CIPROTTI, Nullité et dissolution..., cit, p. 188. 
4 4 . Cfr. P. CIPROTTI, Nullité et dissolution..., cit, p. 188. 
45 . Cfr. Communicationes 2 (1970) 189; J. L. ACEBAL, Observaciones sobre la intro-
ducción de la causa.., cit, p. 153. 
46 . Cfr. F. DANEELS, // diritto di impugnare..., cit, p. 146. 
47 . Cfr. c. 1676: «Iudex, antequam causam acceptet et quotiescumque spem boni exitus 
perspicit, pastoralia media adhibeat, ut coniuges, si fieri potest, ad matrimonium forte con-
validandum et ad coniugalem convictum restaurandum inducantur». 
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C. La condición procesal de los cónyuges en los procesos declarativos 
de nulidad matrimonial 
Estudiada la normativa vigente acerca de la legitimación de los 
cónyuges para impugnar la validez del matrimonio, parece conveniente 
detenerse brevemente en la condición procesal de los cónyuges en 
los procesos declarativos de nulidad matrimonial iniciados por uno de 
ellos: 
El cónyuge que impugna la validez de su matrimonio, solicitando del 
juez la declaración de nulidad del matrimonio, recibe el nombre de parte 
demandante o pars actrice. Por el contrario, el cónyuge que se opone a la 
declaración de nulidad recibe en nombre de parte demandada o pars 
convenía4^. 
Ahora bien, en las causas de nulidad, con frecuencia (aunque no 
siempre), los dos cónyuges son más bien co-demandantes que verdaderos 
contrarios 4 9 , y en absoluto desean defenderse contra las afirmaciones del 
otro cónyuge porque ambos persiguen el mismo fin 5 0 . En estos casos, si 
no es posible que ambos cónyuges impugnen el matrimonio de común 
acuerdo y formen un litisconsorcio activo, el cónyuge que no ha impug-
nado la validez del matrimonio, aunque desee allanarse a la pretensión del 
otro, o adopte una posición pasiva, continúa siendo parte demandada o 
pars conventa51. 
Esta paradoja ha llevado a algunos autores -entre otros, Flatten- a 
sostener que en los procesos de nulidad matrimonial la distribución de 
papeles, parte demandante y parte demandada, no se ajusta a la realidad. 
En efecto, continúa el autor, lo que en realidad se ataca en un proceso de 
4 8 . Algún autor se refiere al cónyuge como aquél que tiene la consideración jurídica de 
cónyuge o la consideración social de cónyuge. Estos modos de designar a los cónyuges pare-
cen no ser muy conformes con la presunción de la validez del matrimonio. Por este motivo, 
pensamos que es más correcto designarlos simplemente como cónyuges. Cfr. J. M. 
GONZÁLEZ DEL VALLE, Derecho canónico matrimonial, Pamplona 19853", p. 190. 
4 9 . Cfr. J. V E R N A Y , Les procés dans le code de droti canonique, en «L'année cano-
nique» XXX (1987), p. 348. 
5 0 . Cfr. K.-Th. GERINGER, Das Recht auf Verteidigung im Kanonischen Ehenichtig-
keitsverfahren, en «AfkKR» 155 (1986), p. 429. Citado por P. E. G U D E N U S , El proceso 
matrimonial canónico en la doctrina de lengua alemana. Pamplona 1989, p. 80 (Pro 
manuscripto). 
5 1 . Cfr. J. M. GONZÁLEZ DEL VALLE, Derecho canónico matrimonial..., cit, p. 190. 
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nulidad matrimonial no es al otro cónyuge, sino el mismo vínculo 
matrimonial, lo que exige la intervención del defensor del vínculo 5 2 . 
Por este motivo, Geringer propone que la relación procesal con-
tenciosa se establezca, no entre los cónyuges, sino entre el actor y el 
defensor del vínculo. De este modo, el defensor del vínculo sería la parte 
demandada o pars conventa, y el cónyuge no demandante sería un alter 
coniux53, pudiendo ser incluido en el proceso como un interveniens 
tertius, asociado al actor o al defensor del vínculo según sus intereses 5 4. 
La doctrina de estos autores puede ser aceptada siempre y cuando el 
cónyuge que no ha solicitado la declaración de nulidad no quiera defender 
la validez del vínculo. Ahora bien, si el citado cónyuge desea defender en 
juicio la validez del matrimonio, se le debe reconocer la posición de parte 
demandada, si bien el defensor del vínculo formará con ella un 
litisconsorcio pasivo. 
Por este motivo, disentimos de Weier cuando afirma, como regla 
general, que -aun cuando el otro cónyuge se oponga a la declaración de 
nulidad- la acción de nulidad no se dirige contra éste, sino contra el 
vínculo matrimonial 5 5. Se impugna, en efecto, el vínculo, pero frente a la 
otra parte, el cónyuge activo y el defensor del vínculo. 
Finalizamos este apartado señalando que la legitimación del defensor 
del vínculo es de diferente naturaleza que la de los cónyuges. En efecto, 
mientras que éstos tienen legitimación originaria por ser titulares de los 
derechos matrimoniales, el defensor del vínculo -a semejanza del 
promotor de justicia- tiene legitimación sustitutiva, es decir, legitimación 
para ejercer un derecho ajeno con objeto de proteger un interés público. 
Ahora bien, ante esta afirmación parece necesario hacer dos breves 
observaciones. En primer lugar, que la diversa naturaleza de la legiti-
mación del defensor del vínculo y de los cónyuges en modo alguno es 
5 2 . Cfr. H . FLATTEN, Der Eheprozeß im Entwurf zum Künftigen Codex Iuris Canonici, 
en «Gesammelte Schirften», Padeborn 1987, p. 460. Citado por P. E. G U D E N U S , El proceso 
matrimonial..., cit, pp. 79 y 154. 
5 3 . Cfr. Ibidem, p. 460. Citado por Ibidem, p. 79. 
5 4 . Cfr. K.-Th. GERINGER, Das Recht.., cit, p. 429. Citado por P. E. G U D E N U S , El pro-
ceso matrimonial..., cit, p. 80. 
55 . Cfr. J. WEIE R , Der Anwalt im kirchlichen Eheprozeß. Neue Bestimmungen im 
Prozeß, en A . G A B R I E L S - H . J. F. REINHARDT (dir.), Ministerium iustitiae: Festschrift für 
Heribert Heinemann zur Vollendung des 60 Lebensjahres, Essen 1985, p. 406 y ss. Citado 
por Ibidem, p. 155. 
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óbice para que puedan formar un litisconsorcio pasivo. En segundo lugar, 
que cuando hablamos del carácter sustitutivo del defensor del vínculo nos 
referimos al origen de su legitimación, no a su presencia en el proceso, ya 
que ésta última es obligada. 
D. La falta de capacidad procesal de los cónyuges 
Tras el estudio de la condición procesal de los cónyuges cuando uno 
de ellos impugna la validez del matrimonio, conviene hacer referencia a 
una cuestión relacionada con el canon 1674, I o . 
En efecto, puede suceder que los cónyuges, que de acuerdo con la 
regulación vigente tienen legitimación activa y pasiva en los procesos de 
nulidad matrimonial, carezcan sin embargo de capacidad procesal por 
razón de edad, falta de uso de razón o debilidad mental. 
La norma general que regula estos supuestos para los procesos en 
general está contenida en el canon 1478, y esta regulación es directamente 
aplicable a los procesos de nulidad matrimonial. 
De acuerdo con el § 1 del canon 1478, los menores de edad (es decir, 
los que aún no han cumplido los 18 años, según el canon 97 § 1) sólo 
pueden comparecer en juicio por medio de sus padres, tutores o cura-
dores, a no ser que trate de causas espirituales, tengan uso de razón y 
hayan cumplido 14 años, en cuyo caso pueden demandar y contestar por 
sí mismos (canon 1478 § 3 ) 5 6 . 
Dado que las causas matrimoniales son causas espirituales, no parece 
fácil que los cónyuges -aunque hubieran contraido matrimonio con 
dispensa del impedimento de edad (c. 1083)- carezcan de la capacidad 
procesal para presentar la demanda por razones de edad 5 7 . 
56 . Cfr. c. 1478 § 1: «Minores et ii, qui rationis usu destituii sunt, stare in iudicio tan-
tummodo possunt per eorum parentes aut tutores vel curatores, salvo praescripto § 3». 
§ 3: «Sed in causis spiritualibus et cum spiritualibus conexis, si minores usum rationis 
assecuti sint, agere et responderé queunt sine parentum vel tutoris consensu, et quidem per se 
ipsi, si aetatem quattuordecim annorum expleverint; secus per curatorem a iudice 
constitutum». 
57 . Este supuesto sólo se presentará excepciónalmente -como afirma JEMOLO- en los 
casos de cónyuges menores de 14 años desposados con dispensa, cosa que puede suceder en 
los territorios de misión. Cfr. A . C. JEMOLO, // matrimonio nel diritto canonico. Milano 
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Asimismo, el canon 1478 § 1 establece que tampoco tienen capacidad 
procesal -y por lo tanto no pueden actuar por sí mismos en las causas de 
nulidad matrimonial- aquellas personas que carezcan de uso de razón, ya 
sean menores o mayores de edad. Estas personas pueden intervenir en el 
proceso a través de sus representantes legales, esto es, sus padres, tutores 
o curadores. 
Finalmente, aquellos que minus firmae mentís sunt, es decir, los que 
sean débiles de mente, también deben demandar y contestar por medio de 
sus curadores 5 8 . De acuerdo con García Faílde, puede caracterizarse a los 
débiles de mente como aquellos que carecen de la madurez psíquica 
proporcionada para poder defender en el proceso, por sí mismos y con la 
debida garantía, sus presuntos derechos 5 9 . 
De lo expuesto, parece deducirse que los cónyuges que carezcan de 
capacidad procesal pero quieran impugnar la validez de su matrimonio 
podrán hacerlo, si se trata de absolutamente incapaces (carecer de uso de 
razón), por medio de sus representantes legales; si se trata de relativa-
mente incapaces (menores de 14 años y débiles mentales), a través de sus 
curadores 6 0 . 
Es posible que, durante el proceso, la parte activa o la parte pasiva 
sufra modificaciones en su status jurídico. En efecto, puede suceder que 
durante el desarrollo del proceso de nulidad matrimonial, uno de los 
cónyuges -o los dos- pierdan la capacidad procesal y, a la inversa, que los 
representantes legales del incapaz pierdan tal cualidad por haber recobrado 
o adquirido su capacidad procesal el cónyuge. En ambos casos, el nuevo 
sujeto asume el proceso, y éste se continúa sin obstáculos 6 1. 
Si en el proceso de nulidad matrimonial interviene, sin representante 
legal o sin curador (según lo dispuesto en el canon 1478), un cónyuge 
1941, p. 379. De acuerdo con el § 3 del canon 1478, estos cónyuges podrían actuar en una 
causa de nulidad matrimonial mediante un curador nombrado por el juez. 
5 8 . Cfr. c. 1478 § 4: «Bonis interdicti, et ii qui minus firmae mentis sunt, stare in iudi-
cio per se ipsi possunt tantummodo ut de propriis delictis respondeant, aut ad praescriptum 
iudicis; in ceteris agere et responderé debent per suos curatores». 
5 9 . Cfr. J. J. GARClA F A Í L D E , Nuevo Derecho Procesal Canónico, Salamanca 1984, 
p. 3 7 . 
60 . Cfr. J. M . PINTO, La giurisdizione..., cit, p. 62. 
6 1 . Cfr. L . PRIETO-CASTRO, Tratado de Derecho Procesal Civil, I, Pamplona 19852", 
p. 4 1 1 . 
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que carece de capacidad procesal, la sentencia que recaiga en ese proceso 
será nula con nulidad insanable, de acuerdo con el canon 1620,5 o . 
Sin embargo conviene precisar que, en algunas ocasiones, la Rota 
Romana ha dictado sentencias declarando la nulidad del matrimonio por 
amencia de uno de los cónyuges, sin que esta declaración sea nula porque 
el mismo cónyuge haya actuado en el proceso sin curador. En efecto, esto 
es posible, no porque se niegue la nulidad insanable de la sentencia 
dictada en un proceso en el que el contendiente sea incapaz y haya actuado 
sin curador, sino porque el tribunal ha estimado que, aunque en el 
momento de la celebración del matrimonio, aquel sujeto estuviera inca-
pacitado para contraer matrimonio válido, en el momento de iniciar el 
proceso de nulidad matrimonial y durante su desarrollo, el sujeto mejoró 
su salud psíquica y dejó de estar incapacitado 6 2. 
E. La «nova causae propositio» 
Terminamos el estudio de la legitimación originaria de los cónyuges 
haciendo una breve referencia a la nova causae propositio. 
En la regulación anterior al C.I.C. 83, el cónyuge privado de 
legitimación para acusar la validez del matrimonio (bien por ser causa 
directa y dolosa del impedimento o de la nulidad, bien por ser acatólico) 
no podía promover la nova causae propositio. 
Sin embargo, la normativa en vigor -al haber suprimido ambas 
limitaciones- permite que cualquier cónyuge, ya sea el que hubiere pedido 
y obtenido la sentencia pro nullitate, ya sea el que se hubiera opuesto, 
pueda proponer el nuevo examen de la causa. 
Es posible que, tras un nuevo examen de la causa, el matrimonio sea 
declarado válido y, en consecuencia, el segundo matrimonio que pudiera 
haber contraído una parte con una tercera persona sea nulo por la 
existencia de un impedimento de ligamen. En este caso, esa tercera 
persona no puede intervenir en la nueva causa por no haber sido parte en 
6 2 . Cfr. J. J. GARCÍA F A Í L D E , Nuevo Derecho Procesal Canónico..., cit, pp. 3 7 y 2 0 7 . 
El autor, en la nota 2 6 1 , pone como ejemplos la sentencia Coram Mattioli, de 2 0 de diciem-
bre de 1 9 6 2 , publicada en S R R D L I V ( 1 9 6 2 ) 7 2 5 y la sentencia Coram Mattioli, de 7 de octu-
bre de 1 9 6 5 , publicada en S R R D L V H ( 1 9 6 5 ) , pp. 6 2 4 y 6 2 7 . 
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el proceso, ni estar legitimada en virtud del canon 1674. Sin embargo, es 
claro que la nova causae propositio afecta directamente a su interés, lo 
cual la hace merecedora de una tutela por parte del ordenamiento que le 
otorgará la posibilidad de acceder al proceso a través de la intervención de 
tercero 6 3 . 
III. LEGITIMACIÓN POR SUSTITUCIÓN 
A. Impugnación del promotor de justicia 
La legitimación del promotor de justicia viene regulada en el canon 
1674, 2 o del C.I.C. 8 3 6 4 . De acuerdo con él, el promotor de justicia es 
hábil para impugnar la validez del matrimonio cuando la nulidad ya se 
haya divulgado y no sea posible o conveniente convalidarlo. 
Antes de comenzar el estudio detenido de este supuesto, conviene 
hacer una breve referencia a los motivos que han impulsado al legislador 
para otorgar legitimación al promotor de justicia, al tipo de legitimación 
que tiene, y a su condición procesal en las causas de nulidad matrimonial. 
1. Fundamento de la legitimación del promotor de justicia 
El C.I.C. 83 prevé la constitución del promotor de justicia para las 
causas contenciosas en que esté implicado el bien público y para las 
causas penales (с. 1430) 6 5 . 
La finalidad del oficio del promotor de justicia consiste en promover, 
defender y tutelar el bien públ ico 6 6 , o mejor dicho, de acuerdo con 
Roberti, cuidar de que el bien público sea tutelado por el tribunal 6 7; esto 
6 3 . Cfr. C. GULLO, La «nova causae propositio», en AA. W . , // processo matri­
monióle canónico, Cittá del Vaticano 1988, pp. 373­376. 
64 . Cfr. c. 1674: «Hábiles sunt ad matrimonium impugnandum: I o coniuges; 2 o pro­
motor iustitiae, cum nullitas iam divúlgala est, si matrimonium convalidan nequeat aut non 
expediat». 
6 5 . Cfr. c. 1430: «Ad causas contentiosas, in quibus bonum publicum in discrimen 
vocari potest, et ad causas poenales constituatur in dioecesi promotor iustitiae, qui officio 
tenetur providendi bono publico». 
66 . Cfr. C. PÉREZ DE HEREDIA Y MUTILOA, El fiscal en las causas matrimoniales, en 
A A . W . , Las causas matrimoniales. Salamanca 1953, p. 65. 
67. Cfr. F. ROBERTI, De Processibus, Romae 1956 4', p. 322. 
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es, el promotor de justicia «vindex et custos legis, publicum interesse 
representans» 6 8. 
El concepto de bien público está muy unido al concepto de bien 
común 6 9 siendo este último, según la Gaudium et Spes, n. 26, «el con-
junto de condiciones de la vida social que hacen posible a las asociaciones 
y a cada uno de sus miembros el logro más pleno y más fácil de la propia 
perfección» 7 0. 
La doctrina afirma que el C.I.C. 83 recoge, con mayor claridad que el 
C.I.C. 17, la función de tutela del bien público del promotor de justicia, 
porque el canon 1501 (canon que no encuentra correspondencia en el 
C.I.C. 17) prescribe que el juez no puede conocer una causa sin previa 
demanda del que tenga interés en ella (es decir, de la parte privada en 
virtud de un interés privado) o del promotor de justicia (en las causas 
donde esté en juego el bien público) 7 1. 
Por otro lado, cabe señalar que en las causas de nulidad matrimonial 
coexisten el interés privado y el interés público. En virtud del primero, 
están legitimados para impugnar la validez del matrimonio los propios 
cónyuges y, en virtud del interés público -teniendo en cuenta lo que 
acabamos de exponer acerca de la función del promotor de justicia-, está 
legitimado para solicitar la declaración de nulidad el promotor de justicia. 
En efecto, cuando la nulidad del matrimonio se haya divulgado y no 
sea posible o conveniente su convalidación (canon 1674, 2 o), el interés 
público exige que el promotor de justicia impugne los matrimonios 
inválidamente contraídos, ya que éstos -en las condiciones establecidas en 
el canon- resultan perjudiciales para la comunidad social 7 2 . 
6 8 . Cfr. Ibidem, n. 1 9 3 . 
6 9 . Cfr. L. DEL A M O , Comentario al canon 1430, en «Código de Derecho Canónico», 
Edición anotada, Pamplona 1 9 8 3 , p. 8 5 8 . 
7 0 . «Summam eorum vitae socialis condicionum quae tum coetibus, tum singulis 
membris permittunt ut propriam perfectionem plenius atque expeditius consequantur». 
7 1 . Cfr. G . M . USAI , // promotore di giustizia ed il difensore del vincolo, en A A . W . , 
// processo matrimoniale canonico, Città del Vaticano 1 9 8 8 , p. 1 4 1 . 
7 2 . En el nùmero 2 7 c) de la relación de 1 9 7 0 se establecía expresamente que el 
promotor de justicia podía impugnar el matrimonio «in tuitionem publici boni» (Cfr. 
Communicationes 2 ( 1 9 7 0 ) , p. 1 8 9 . Esta redacción se mantuvo en el canon 3 3 8 del Schema 
del 7 6 pero, posteriormente, fue suprimida por los consultores -posiblemente por conside-
rarla innecesaria- y ya no fue recogida en el Schema de 2 9 de junio de 1 9 8 0 . 
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Ahora bien, si en estos casos el bien público exige la impugnación del 
promotor de justicia, también interesa al bien público de la Iglesia la 
defensa de la indisolubilidad del vínculo matrimonial de todos aquellos 
matrimonios que se hayan celebrado. Por este motivo, la Iglesia ha 
establecido el oficio del defensor del vínculo para que, en defensa del bien 
público, proponga y manifieste todo aquello que razonablemente pueda 
ser alegado contra la declaración de nulidad del vínculo (canon 1432). 
En este sentido, podemos afirmar con Moersdorf que, cuando el pro-
motor de justicia impugna la validez de un matrimonio, se enfrenta con el 
defensor del vínculo de tal modo que interés público lucha entonces contra 
interés público, aunque desde un punto de vista distinto en cada caso 7 3 . 
En vista de la cercanía de ambos oficios, el canon 1436 § 1 admite 
que una misma persona ejerza ambas funciones, aunque no en la misma 
causa 7 4 . Esto último es evidente cuando el promotor de justicia impugna 
la validez del matrimonio. 
La impugnación del promotor de justicia representa un caso en el que 
el sujeto de la acción no se corresponde con el sujeto del derecho. En 
efecto, los únicos titulares de los derechos matrimoniales -y uno de ellos 
es el derecho a impugnar la validez del matrimonio- son los cónyuges 7 5 . 
Por el contrario, el promotor de justicia no es titular de ningún derecho, 
actúa solamente para la protección del interés público. 
Dado que el C.I.C. 83 otorga el derecho de acción a quienes sean 
titulares de un derecho subjetivo (canon 1491), parece claro que la legiti-
mación del promotor de justicia no es originaria, sino sustitutiva, por vo-
luntad del legislador, es decir, la regulación vigente le concede el derecho 
de acción en virtud de un interés propio (el interés público que representa) 
para ejercer un derecho no propio, sino ajeno, de los cónyuges 7 6 . 
Finalmente baste señalar que el promotor de justicia, cuando expresa 
su voto o parecer en una determinada cuestión, cuando se mueve como 
7 3 . Cfr. K. MOERSDORF, Lehrbuch des Kirchenrechts, III, Paderborn 1979 n ° , p. 56. 
Citado por P. E. GUDENUS, El proceso matrimonial canónico..., cit, p. 75. 
7 4 . Cfr. K. LUDICKE, Comentario al canon 1436, en «Münsterischer Kommentar zum 
Codex Iuris Canonici», Essen 1990. 
7 5 . Cfr. F . R o B E R T I , De actione promotoris iustitiae et coniugum in causis 
matrimonialibus, en «Apollinaris» XI (1938), pp. 571-575. 
76 . Cfr. J. J. GARCÍA F A Í L D E , Nuevo Derecho Procesal Canónico..., cit, pp. 33-34; F . 
RoBERTI, De Processibus..., cit, pp. 536-537, n. 225. 
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peritus iuris, no tiene la consideración de parte; por el contrario, cuando 
ejerce derechos de iniciativa procesal (es decir, rem in iudicium deducit) 
como portador de intereses que se refieren al bien público 7 7 -por ejemplo, 
la impugnación de la validez del matrimonio-, el promotor de justicia se 
constituye en parte strictu sensu1*, es decir, parte en sentido pleno 7 9 . 
En consecuencia, el promotor que impugna la validez del matrimonio 
se convierte en actor y el defensor del vínculo en reus conventus. En este 
supuesto, cada uno de los cónyuges podrá, bien impugnar el matrimonio 
cumulativamente con el promotor de justicia, bien defender su validez con 
el defensor del vínculo. 
2. Los supuestos del canon 1674, 2o 
Después de estudiar brevemente el fundamento de la legitimación del 
promotor de justicia en orden a la impugnación de la validez de un matri-
monio, debemos detenernos en el estudio de la regulación que el C.I.C. 
83 hace del promotor de justicia, única persona -además de los cónyuges-
que puede impugnar, en vida de éstos, la validez de un matrimonio 8 0 . 
a. Desaparición de las antiguas cláusulas 
En primer lugar, parece necesario señalar que, la normativa vigente, 
al reconocer la legitimación del promotor de justicia para impugnar el 
matrimonio cuando su nulidad se haya divulgado y no sea posible o 
conveniente su convalidación, ha simplificado en gran medida la regu-
lación anterior al C.I.C. 8 3 8 1 . 
En efecto, en la legislación precedente, el promotor de justicia sólo 
podía acusar la validez del matrimonio: a) por derecho propio, en 
77 . Cfr. G . M. USAI , // promotore di giustizia ed il difensore del vincolo..., cit, pp. 37 
y 39. 
7 8 . Cfr. A. H. GRUSZYNSKI, OS personagens noprocesso canónico de declaraqáo de nu-
lidade de matrimonio e seus papéis, en «Direito e pastoral» 12 (1989), p.39. 
79 . Cfr. C. DE DIEGO-LORA, La tutela jurídico formal del vínculo sagrado del matrimo-
nio, en «Ius Canonicum» XVII (1977), pp. 52-53, nota 62. 
80 . Cfr. G . SHEEHY, Introducing a case of nullity of marriage..., cit, p. 342. 
8 1 . Cfr. C. DE DIEGO-LORA, Comentario al título I del libro VII, en «Código de Derecho 
Canónico», Edición anotada, Pamplona 1983, p. 1001; I. GORDON, Novus processus nullita-
tis matrimonii. Iter cum adnotationibus, Romae 1983, p. 11. 
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impedimentos públicos por su naturaleza (canon 1971 § 1, 2 o del C.I.C. 
17 y art. 35 § 1, 2 o de la Instrucción Provida Mater Ecclesia); b) previa 
denuncia -de los cónyuges o de un tercero-, tratándose de impedimentos 
no públicos por su naturaleza (canon 1971 § 2 del C.I.C. 17 y art. 35 § 2, 
37 § 4, 38, 39 y 41 de la citada Instrucción). 
Tal regulación resultaba poco clara y excesivamente articulada. La 
acusación del matrimonio previa denuncia de un cónyuge inhábil -no de 
un tercero-, requería numerosas condiciones y presuponía la existencia de 
limitaciones al derecho de los cónyuges a la acusación de su matrimonio. 
Asimismo, la confusión causada por la expresión impedimentis natura sua 
publicis fue notable y provocó diversas interpretaciones respecto a su 
contenido 8 2 . 
Estos inconvenientes provocaron que el coetus De Processibus, ya en 
el n. 27 c) de la relación publicada en 1970, propusiera una nueva 
redacción del canon con objeto de «praesentes ambiguetates tollere» 8 3. 
De este modo, el canon 338, 2 o del Schema del 76, suprimió la 
cláusula in impedimentis natura sua publicis e introdujo una nueva 
redacción. El canon requería la acusación del promotor de justicia, en 
defensa del bien público, quando nullitas fundatur in jacto de se publico, 
si el matrimonio no podía o no convenía que fuera convalidado. Esta 
redacción se mantuvo esencialmente igual en sucesivos esquemas, con 
excepción de la cláusula quando nullitas fundatur infacto de se publico. 
Asimismo, desaparecía de la regulación del ius impugnandi el 
instituto de la denuncia del matrimonio 8 4. 
La regulación actual, contenida en el canon 1674, 2 o , ha suprimido el 
instituto de la denuncia y ha omitido la cláusula in impedimentis natura 
sua publicis*5 de tal manera que, el promotor de justicia, para poder 
impugnar la validez del matrimonio, sólo debe atender: a) al hecho de que 
la nulidad se haya divulgado, y b) al hecho de que no se pueda o no 
82 . Cfr. D O H E N Y , Canonical Procedure in ¡ ..¡imonial Cases, I, 1948, pp. 107-110. 
Citado por G. SHEEHY, Introducing a case of nuiiiiy of marriage..., cit, p. 342. 
8 3 . Cfr. Communicationes 2 (1970), p. 189. 
84 . Cfr. PONTIFICIA COMMISSIO CODICIS IURIS CANONICI RECOGNOSCENDO, Schema cano-
num..., cit, p. 78. 
85 . En el C.I.C. 17 el término impedimento debía entenderse en sentido impropio, se-
gún la respuesta de la Comisión de Intérpretes de 12 de marzo de 1929; es decir, se refería a 
cualquier causa de nulidad del matrimonio. Cfr. AAS XXI (1929), p. 171. 
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convenga convalidar el matrimonio 8 6 ; en definitiva, a situaciones de 
hecho que no dependen de la interpretación de un concepto incierto 8 7. 
La doctrina interpreta que la actual regulación del ius impugnandi 
otorga al promotor de justicia una mayor amplitud y más posibilidades en 
orden a la impugnación del matrimonio 8 8. 
En efecto, el promotor de justicia sólo debe atender a las condiciones 
anteriormente citadas (canon 1674, 2 o), pudiendo impugnar el matrimonio 
por cualquier causa de nulidad (sin importar que el impedimento sea 
público o no por su naturaleza) 8 9 y sin necesidad de previa denuncia por 
parte de persona alguna 9 0 . 
b . La divulgación de la nulidad 
La primera condición establecida en el canon 1674, 2 o para que el 
promotor de justicia pueda impugnar un matrimonio se refiere al hecho de 
que la nulidad ya se haya divulgado. 
Para entender el preciso significado con que el legislador ha querido 
dotar al término divulgación, conviene hacer un comentario a la evolución 
que ha experimentado este término en el proceso de codificación, 
evolución muy significativa en opinión de Daneels 9 1 . 
En efecto, el número 27 b) de la relación de 1970 afirmaba que el 
promotor debía impugnar quando nullitas fundatur in facto de se 
publico92, expresión recogida en el canon 338 del Schema del 7 6 9 3 . Esta 
8 6 . Cfr. F. DANEELS, // diritto di impugnare.., cit, p. 1 4 7 . 
8 7 . Cfr. G . SHEEHY, Introducing a case of nullity of marriage..., cit, p. 3 4 2 . 
8 8 . Cfr. Z . GROCHOLEWSKI, Revisión du procès canonique, en «Studia Canonica» XVII 
( 1 9 8 3 ) , p. 3 7 8 . ; C. ZAGGIA, Iter processuale di una causa matrimoniale secondo il nuovo 
Codice di Diritto Canonico, en A A . V V . , // matrimonio nel nuovo Codice di Diritto 
Canonico, Padova 1 9 8 4 1 " , p. 2 0 7 ; G . M. U S A I , // promotore di giustizia ed il defensore del 
vincolo..., cit, pp. 1 3 7 y 1 4 1 ; A . PÉREZ R A M O S , Modificaciones en el nuevo proceso de nu-
lidad matrimonial..., cit, p. 4 1 3 . 
8 9 . Cfr.M. F. PoMPEDDA, Diritto processuale nel nuovo codice di diritto canonico. 
Revisione o innovazione?, en «Ephemerides Iuris Canonici» XXXIX ( 1 9 8 3 ) , p. 2 1 2 . 
9 0 . Cfr. J. L . ACEBAL, Comentario al canon 1674, en «Código de Derecho Canònico», 
Edición comentada por la Universidad Pontificia de Salamanca, Madrid 1 9 8 6 , p. 8 1 1 . 
9 1 . Cfr. F. DANEELS, Il diritto di impugnare..., cit, p. 1 4 7 . 
9 2 . Cfr. Communicationes 2 ( 1 9 7 0 ) , p. 1 8 9 . 
9 3 . Cfr. PONTIFICIA COMMISSIO CODICIS IURIS CANONICI RECOGNOSCENDO. Schema cano-
num.., cit, p. 7 8 , c. 3 3 8 . 
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cláusula recordaba en gran medida a la expresión in impedimentis natura 
sua publicis, contenida en el canon 1971 § 1, 2 o y cuya supresión -por las 
dificultades que provocó su interpretación- era uno de los principales 
objetivos de la reforma. En este sentido, baste recordar que la mayoría de 
la doctrina afirmó que impedimento público por su naturaleza era aquél 
que se basaba en un hecho de suyo públ ico 9 4 , refiriendo el término 
público al concepto de publicidad aplicable a los impedimentos, esto es, 
aquello que podía ser probado en el fuero externo 9 5 . 
Posiblemente por este motivo, el 28 de marzo de 1979, un consultor 
propuso que se sustituyera la cláusula quando nullitas fundatur infacto de 
se publico por la expresión quando factum, in quo nullitatis fundatur, 
publicum evaserit. Otros dos consultores apoyaron la propuesta y los 
demás consultores, acogiendo el criterio del primer consultor, todavía 
fueron más allá y aprobaron la expresión quando nullitas publica evaserit. 
Así, mediante esta cláusula se deja de referir la publicidad al hecho en que 
se fundara la nulidad y se comienza a hablar de la publicidad de la 
nulidad 9 6 . 
En los sucesivos esquemas, el canon 1674, 2 o conservó su redacción 
con la única variante -realizada en el Schema Novissimum de 25 de marzo 
de 1982- de sustituir la preposición quando por la de cum. 
Sin embargo, en la última revisión que el Sumo Pontífice, asesorado 
por expertos, hizo del Schema Novissimum, creyó conveniente sustituir 
la expresión cum nullitas publica evaserit por la cláusula cum nullitas iam 
divulgata sit. 
En nuestra opinión, esta última variación ha clarificado en mayor 
medida el alcance de este requisito, exigido para la impugnación del 
promotor de justicia. En efecto, la publicidad de la nulidad no se refiere a 
la posibilidad de ser probada en el fuero externo, ni siquiera a su 
notoriedad, sino más bien, a la divulgación de la nulidad, como afirma el 
canon 1674, 2 o . 
9 4 . Cfr. M. C A B R E R O S , Comentario al canon 1971, en «Comentario al Código de 
Derecho Canónico», III, Edición comentada, Madrid 1 9 6 4 , p. 3 7 8 . 
9 5 . Cfr. H. y B. A L O N S O , La acusación y denuncia de nulidad matrimonial, Toledo 
1 9 5 1 , pp. 9 6 - 1 0 0 . 
9 6 . Cfr. Communicationes 1 1 ( 1 9 7 9 ) , p. 2 5 9 . 
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Una vez expuesta la evolución de esta condición, queda por deter-
minar el contenido de la expresión divulgación que, teniendo en cuenta lo 
anterior, no plantea especiales problemas. 
La doctrina, respecto a este tema, es unánime al afirmar que la 
expresión cum nullitas iam divulgata sit hace referencia al conocimiento 
que otras personas tienen de la nulidad -no del capítulo concreto en el cual 
se basa- del matrimonio; es decir, al momento en que la nulidad es ya 
públicamente conocida, de pública noticia 9 7. 
En nuestra opinión, para que exista la divulgación, no es suficiente la 
previa separación de los pseudo-cónyuges, o que integren un nuevo e 
ilegítimo concubinato; por el contrario, es necesario -como afirmaba 
Bartoccetti- que un notable número de fieles de la parroquia, de la Iglesia 
o de la sociedad hayan recibido conocimiento de la nulidad 9 8 , esto es, que 
haya transcendido al rumor público. 
Esta interpretación parece en mayor sintonía con el objetivo perse-
guido por el legislador al establecer el requisito de la divulgación. En 
efecto, en la sesión de 28 de marzo de 1979, algunos consultores apoya-
ron cierto cambio en la regulación de la cláusula por considerar que la 
intervención del promotor de justicia debía ser totalmente extraordinaria, 
es decir, cuando hubiera razón de grave escándalo 9 9 . 
En consecuencia, parece deducirse con claridad que el legislador ha 
establecido el requisito de la divulgación, otorgando legitimación al pro-
motor de justicia, para la remoción del escándalo que se produce cuando 
la nulidad de un matrimonio se ha divulgado y no se ponen los medios 
para convalidarlo o declarar su nulidad por medio de la impugnación 1 0 0 . 
En efecto, esta situación supone un atentado contra la santidad matrimo-
nial y perjudica gravemente la salus animarum de quienes observan cómo 
97 . Cfr. J. V E R N A Y , Les procès dans le code de droit canonique..., cit, p. 353; C. 
TRICERRI, Comentario al canon 1674..., cit, p. 955; Z . GROCHOLEWSKI, Revisión du procès 
canonique..., cit, p. 378; IDEM, Panoramica sulle novità del nuovo diritto processuale cano-
nico, en AA. V V . , // matrimonio nel nuovo Codice di Diritto Canonico, Padova 1984, p. 
194; J. H O R T A L , Comentario al canon 1674 , en «Código de Direito canònico», Brasilia 
1983, p. 717. 
9 8 . Cfr. V . B A R T O C E T T I , De iure et officio promotoris iustitiae accusandi 
- matrimonium, en «Apollinaris» X (1937), pp. 585-586. 
9 9 . Cfr. Communicationes 11 (1979), p. 259. 
100. Cfr. L. C H I A P P E T T A , Comentario al canon 1674..., cit, p. 732; F. S A L E R N O , 
Processo matrimoniale..., cit, p. 914. 
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un vínculo que se dice inexistente resulta útil y ventajoso para los cón-
yuges: bien por las relaciones sexuales en el comercio conyugal, bien en 
las relaciones sociales, bien en los asuntos patrimoniales: p. ej. comunión 
de b ienes 1 0 1 . 
c. Imposibilidad e inconveniencia de la convalidación 
La segunda condición requerida por el canon 1674, 2 o para que el 
promotor de justicia pueda impugnar el matrimonio establece que no sea 
posible o conveniente convalidar el matrimonio. 
Para que el promotor de justicia impugne el matrimonio es necesario 
que ambas condiciones -la arriba indicada más la divulgación de la 
nulidad- existan simultáneamente, según se deduce con claridad del tenor 
del canon. 
En efecto, si no existe divulgación, la impugnación se hace impo-
sible; si, por el contrario, existe divulgación de la nulidad pero es posible 
y conveniente convalidar el matrimonio, tampoco cabe la impugnación del 
promotor. 
En algunos supuestos, la convalidación del matrimonio no es posible, 
ésta deviene imposible 1 0 2 . Piénsese, por ejemplo, en el caso de bigamia, 
esto es, en el supuesto de un cónyuge -casado anteriormente mediante 
matrimonio canónico- que haya encontrado la forma de atentar un nuevo 
matrimonio canónico cuando su primer marido o mujer aún vivía. De 
acuerdo con el canon 1085, este segundo matrimonio sería nulo de pleno 
derecho y no podría ser convalidado 1 0 3 . 
En otros casos, sin embargo, la convalidación es posible pero no 
conviene o no es oportuno convalidar determinado matr imonio 1 0 4 . Así, 
por ejemplo, no sería oportuno convalidar o sanar el matrimonio cuando 
los cónyuges no quisieran continuar con la vida matrimonial ya que, en 
estos casos, habría que contar después con un matrimonio interiormente 
1 0 1 . Cfr. V . BARTOCCETTI, De iure et officio iustitiae accusandi matrimonium..., cit, pp. 
5 8 2 - 5 8 3 . 
1 0 2 . Cfr. J. J. GARCÍA F A Í L D E , Nuevo Derecho Procesal Canónico..., cit, p. 3 3 . 
1 0 3 . Cfr. J. VERNAY, Les procès dans le code de droit canonique..., cit, p. 3 5 3 , nota 2 7 . 
1 0 4 . Cfr. C. TRICERRI, Comentario al canon 1674..., cit, p. 9 5 5 ; F. D A N E E L S , / / diritto 
di impugnare..., cit, p. 1 4 7 . 
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desecho. Wesemann señala la dificultad de los intentos de convalidación 
del juez en aquellos supuestos en que los cónyuges -ya divorciados civil-
mente- han establecido una nueva relación y están decididos a contraer 
nuevas nupcias, o incluso ya están casados civilmente otra vez 1 0 5 . 
Ahora bien, si es cierto que en este último caso no es fácil que los 
intentos de convalidación lleguen a buen término, no debe confundirse la 
conveniencia de la convalidación con su dificultad. En efecto, teniendo en 
cuenta que el canon 1676 impone al juez la obligación de emplear aquellos 
medios pastorales que estime más oportunos para lograr una aveniencia 
entre las partes, y que el canon 1674, I o in fine es una aplicación 
específica de éste precepto, parece necesario afirmar que el juez sólo 
puede desistir del intento de convalidación -no porque ésta sea dificultosa-
sino porque honradamente piense que la convalidación del matrimonio no 
conviene para los propios cónyuges. 
Finalmente hemos de señalar que, la exigencia de convalidación debe 
referirse tanto, a la convalidación simple (cánones 1156-1165), como a la 
solicitud de la sanación en la raiz (cánones 1161-1165) 1 0 6 . 
d. Otras cuestiones prácticas 
Si se cumplen al mismo tiempo las condiciones establecidas en el 
canon 1674, 2 o , el promotor de justicia puede impugnar la validez del 
matrimonio sin necesidad de aprobación expresa del Ordinario ya que ésta 
se la otorgó al conferirle el oficio; oficio que lleva aparejada la posibilidad 
de pedir la impugnación del matrimonio en determinadas situaciones. 
Cabe plantearse la cuestión de si el promotor es simplemente hábil 
para impugnar el matrimonio o si, por el contrario, está obligado a ello 
cuando se den las condiciones señaladas. Teniendo en cuenta que el canon 
1430 establece la obligación del promotor de justicia, por oficio, de velar 
por el bien público y que el supuesto contemplado en el canon 1674, 2 o 
105. Cfr. P. W E S E M A N N , Das erstinstanzliche Gericht und seine pastorale Aufgabe, en 
A A . V V . , Dilexit iustitiam..., cit, pp. 91-118. Citado por P. E . G U D E N U S , El proceso matri-
monial..., cit, p. 194. 
106. Cfr. J. M. GONZÁLEZ DEL V A L L E , Derecho Canónico Matrimonial..., cit, p. 190; 
M. Z A Y A S , LOS procesos especiales en el nuevo Código de Derecho Canónico..., cit, p. 283. 
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afecta directamente al bien público, parece deducirse que el promotor de 
justicia está obligado a impugnar la validez del matrimonio 1 0 7 . 
En consecuencia, si el promotor de justicia se niega a impugnar el 
matrimonio en el supuesto del canon 1674,2 o , incurre en la infracción del 
canon 1457 y cabe plantear recurso administrativo ante el Ordinario y ante 
la Congregación para los Sacramentos 1 0 8 . 
Puede suceder que la divulgación de la nulidad o, la imposibilidad o 
inconveniencia de la convalidación, no le conste al promotor de justicia, 
pero sí al Ordinario. En este caso, el Ordinario, de acuerdo con el canon 
1431, podrá ordenar al promotor de justicia que impugne la validez del 
matrimonio. 
La impugnación del matrimonio por parte del promotor de justicia 
puede ser cumulativa con la impugnación ejercida por los mismos 
cónyuges, en cuyo caso, se producirá un litisconsorcio activo. 
Al igual que los cónyuges, también el promotor de justicia puede 
proponer la nova causae propositio. Sin embargo, no cualquier promotor 
de justicia está legitimado para proponer el nuevo examen de la causa; por 
el contrario, sólo están legitimados para hacerlo el promotor del Tribunal a 
quo, en cuanto que ha sido parte en la causa, y el promotor del Tribunal 
superior al que le hayan llegado denuncias de terceras personas 1 0 9 . 
Anteriormente hemos señalado que la regulación vigente ha supri-
mido el instituto de la denuncia de la nulidad de un matrimonio por parte 
de los cónyuges o de terceras personas (canon 1971 § 2 del C.I.C. 17). 
Ahora bien, si de hecho se produce esta denuncia -ya sea por parte de 
los cónyuges, ya sea por parte de terceros- y mediante ella se pone en co-
nocimiento del promotor de justicia la existencia de la nulidad del matri-
monio, éste puede servirse de ella para formular, si existen los requisitos 
exigidos por el canon 1674, 2 o , la impugnación de la validez del 
matrimonio 1 1 0 . 
107. Cfr. A. H. GRUSZYNSKI OS personagens no processo canónico..., cit , p. 39; H. 
FLATTEN, Die Eheverfahren, en « H d b k a t h K R » , R e g e n s b u r g 1983, p p . 984-999, y e n 
« G e s a m m e l t e Schriften», Padeborn 1987, pp. 491-508. Ci tado por P. E. GUDENUS, El pro-
ceso matrimonial canónico..., cit, p . 85. 
108. Cfr. A . H. GRUSZYNSKI, OS personagens no processo canónico..., cit, p. 39. 
109. Cfr. C. GULLO, La «nova causae propositio»..., cit, p . 374. 
110. Cfr. J. J. GARCÍA F A Í L D E , Nuevo Derecho Procesal Canónico..., cit, p. 33; J. M. 
GONZÁLEZ D E L VALLE, Derecho Canónico Matrimonial..., cit , p. 190;.M. F. POMPEDDA, 
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Además, en algunas ocasiones, el promotor de justicia tendrá 
conocimiento de la divulgación de la nulidad por medio de las denuncias 
que le presenten las terceras personas 1 1 1 . 
Esta denuncia de hecho -al igual que ocurría en el C.I.C. 17- se 
puede presentar directamente al promotor de justicia o bien al Ordinario. 
En este último caso, el Ordinario transmitirá la denuncia al promotor de 
justicia para que compruebe la existencia de las condiciones recogidas en 
el canon 1674, 2 o , o bien, si él mismo ha verificado su existencia, podrá 
compeler al promotor de justicia para que ejercite la impugnación. 
Antes de terminar el apartado acerca de la legitimación del promotor 
de justicia, conviene hacer una última referencia sobre la frecuencia con 
que se ejercita. 
La mayoría de la doctrina opina que, a pesar de la mayor amplitud de 
la que goza el promotor de justicia, en la actualidad, para impugnar la 
validez del matrimonio, la normativa vigente da menos importancia al 
promotor de justicia 1 1 2 . 
En efecto, esta afirmación es cierta si tenemos en cuenta que el canon 
1674, I o ha concedido legitimación en el proceso de nulidad matrimonial 
a todos los cónyuges, suprimiendo las limitaciones anteriormente 
existentes. 
En consecuencia, el promotor de justicia no tiene que impugnar la 
validez del matrimonio con tanta frecuencia como antes 1 1 3 , y los casos en 
los que el promotor impugne la validez de un matrimonio se convertirán 
ciertamente en excepcionales, raros y extraordinarios 1 1 4. 
Diritto processuale nel nuovo codice di diritto canonico.., cit, pp. 212-213; J. VERNAY, Les 
procès dans le code de droit canonique..., cit, p. 353, nota 27. 
111 . Cfr. F. FINOCHIARO,// matrimonio nel diritto canonico, Bologna 1989, p. 122. 
112 . Cfr. P. E. GUDENUS, El proceso matrimoniai canònico..., cit, p. 83. 
113. Cfr. H. FLATTEN, Der Eheprozefi..., cit, pp. 440-476. Citado por Ibidem, p. 83. 
114. Cfr. S. GHERRO, // diritto alla difesa nei processi matrimoniali, en AA.VV., Il di-
ritto alla Difesa nell'Ordinamento Canonico, Città del Vaticano 1988, p. 9; L. G. WRENN, 
Comentario al canon 1674, en «The Code of Canon Law », London 1985, p. 1012; M. 
PALOMAR, El defensor del vlnculo en el nuevo C.I.C. El «consortium totius vitae», en 
AA.VV., Curso de Derecho Matrimonial y Procesai Canònico para profesionales del foro, 
Vn, Salamanca 1986, p. 407. 
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B. Impugnación postuma del matrimonio 
La impugnación postuma del matrimonio está regulada en el canon 
1675 § 1 del C.I.C. 8 3 1 1 5 . De acuerdo con esta normativa, el matrimonio 
que no fue acusado en vida de ambos cónyuges, no puede ser impugnado 
tras la muerte de uno o ambos cónyuges, a no ser que la cuestión de su 
validez sea prejudicial para la resolución de otra controversia, bien en el 
fuero canónico, bien en el fuero civil. 
La formulación del canon es bastante diferente de aquella contenida 
en el canon 1972 del C.I.C. 17, y posteriormente recogida en el art. 42 de 
la Instrucción Provida Mater Ecclesia, ya que, durante el proceso de 
codificación, fue objeto de diversos cambios que -como iremos seña-
lando- han afectado tanto a su redacción como a su contenido 1 1 6 . 
En primer lugar, nos referiremos al principio general establecido en el 
canon acerca de la impugnación postuma del matrimonio y, a conti-
nuación, trataremos de la excepción a esta regla, también contenida en el 
canon 1675 § 1. 
1. Prohibición de la impugnación postuma 
El C.I.C. 83 establece como regla general que el matrimonio que no 
fue acusado en vida de los cónyuges, no puede ser impugnado tras la 
muerte de uno o ambos cónyuges, a no ser de modo excepcional cuando 
se cumplan determinadas condiciones 1 1 7 . 
El canon señala que, a estos efectos, no importa que haya fallecido un 
solo cónyuge o los dos, ya que, en ambos casos, la muerte provoca la 
extinción del vínculo matrimonial. 
Observando el tenor del canon 1675 se aprecia cómo el § 1 establece 
una verdadera prohibición de la impugnación postuma, al prescribir una 
1 1 5 . Cfr. c. 1 6 7 5 § 1: «Matrimonium quod, utroque coniuge vivente, non fuit accusa-
tum, post mortem alterutrius vel utriusque coniugis accusali non potest, nisi quaestio de vali-
ditate sit praeiudicialis ad aliam solvendam controversiam sive in foro canonico sive in foro 
c iv i l i» . 
1 1 6 . Cfr. F . D A N E E L S , // diritto di impugnare..., cit, p. 1 4 8 ; G . P . VALSECCHI, / pro-
cessi..., cit, p. 3 7 8 . 
1 1 7 . Cfr. J. J. GARCIA FAILDE, Nuevo Derecho Procesai Canònico..., cit, p. 3 4 . 
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norma que deniega explícitamente el derecho de acción para impugnar 
post mortem la validez de un matrimonio 1 1 8 . 
Esta regulación contrasta con la contenida en el canon 1972 del 
C.I.C. 17 ya que ésta, en lugar de prohibir la impugnación, establecía 
como regla general la presunción de la validez del matrimonio tras la 
muerte de uno o ambos cónyuges, siempre que no se hubiera acusado en 
vida de aquellos. 
En efecto, durante los primeros años del proceso de codificación se 
mantuvo la presunción de validez en la redacción del canon. Sin embargo, 
pocos años después, una animadversio al entonces canon 339, propuso la 
supresión de la falsa presunción contenida en el canon 1972 del C.I.C. 17 
y en el art. 42 de la Instrucción Provida Mater Ecclesia. Se argumentó que 
el matrimonio no era más válido después de la muerte de uno u otro 
cónyuge, por lo que en lugar de una presunción de validez, se debería 
establecer una prohibición de impugnación, es decir, la denegación de la 
acción. El coetus De Processibus estudió la enmienda el 29 de marzo de 
1979, y considerándola acertada, sustituyó la expresión «ita praesumitur 
validum fuisse, ut contra hanc praesumptionem non admittatur probatio», 
por la cláusula «accusari non potest» 1 1 9 . 
Los sucesivos esquemas mantuvieron esta redacción que cristalizó en 
la expresión «non fuit accusatum», recogida en el canon 1675 § l 1 2 0 . 
La doctrina ha señalado el acierto del legislador al suprimir la citada 
presunción y establecer una simple prohibición, ya que el hecho de la 
muerte de uno de los cónyuges no es causa suficiente para convertir en 
válido un matrimonio que bien podía ser válido o nulo, y que seguirá 
siéndolo tras la muerte de un cónyuge 1 2 1 ; asimismo, la actual regulación 
evita las diferentes interpretaciones que los canonistas hicieron acerca de 
la naturaleza de tal presunción 1 2 2 . 
118. Cfr. J. L . A C E B A L , Comentario al canon 1675, en «Código de Derecho Canónico», 
Edición comentada por la Universidad Pontificia de Salamanca, Madrid 1986, p. 812. 
119. Cfr Communicationes 11 (1979), pp. 259-260. 
120. Vid I, A , 2. En aquel lugar señalamos el motivo por el que se utilizó el término acu-
sación y la conveniencia de sustituirlo por otro más correcto: el de impugnación. 
121 . Cfr. A . PÉREZ R A M O S , Modificaciones en el nuevo proceso de nulidad matrimo-
nial..., cit, p. 413; J. J. GARCÍA F A Í L D E , Nuevo Derecho Procesal Canónico..., cit, p. 34. 
122. Un estudio de las diversas interpretaciones puede encontrarse en R. C O L ANTONIO, 
L'accusa matrimonióle postuma, en A A . W . , Studi di diritto canónico in onore de Marceño 
Magliocchetti, I, Roma 1974, pp. 314-315. 
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Finalmente, cabe plantearse los motivos que han llevado al legislador 
a prohibir como regla general la impugnación postuma del matrimonio, y 
a considerar la muerte como una causa de extinción de la acción, 
conscientes de que esa prohibición constituye una excepción al canon 
1492, donde se establece que las acciones que se refieren al estado de las 
personas nunca se extinguen. 
De entre esos motivos podemos destacar: 
a) Proteger los efectos que el matrimonio produjo durante su 
existencia 1 2 3 . 
b) La dificultad de encontrar -tras el fallecimiento de un cónyuge-
una prueba moralmente cierta por haber desaparecido la prueba oral, esto 
es, el testimonio del difunto 1 2 4 . 
c) Otorgar protección a la legitimación de la prole y a los derechos 
de los herederos, dado que estas causas suelen introducirse para obtenerse 
efectos meramente civiles 1 2 5 . 
d) Asimismo, la prohibición de la impugnación post mortem cons-
tituye una manifestación del favor iuris de que goza el matrimonio canó-
nico (canon 1060) 1 2 6 . 
e) Como señala Rodríguez-Ocaña, «aunque pueda ocurrir que exista 
divulgación acerca de la nulidad de ese matrimonio, parece difícil que, 
muerto uno o ambos cónyuges y disuelto el matrimonio, pueda afectar al 
interés público de la Iglesia» 1 2 7 . 
2. Excepción a la prohibición de la impugnación postuma 
La regla general, establecida en el canon 1675 § 1, por la que se 
prohibe la impugnación postuma del matrimonio no acusado en vida de 
los cónyuges, admite la siguiente excepción: aquellos supuestos en los 
1 2 3 . Cfr. E . DE LEÓN, El proceso de nulidad matrimonial en la codificación de 1917, 
Roma 1 9 8 9 , pp. 1 6 6 - 1 6 7 . (Pro manuscripto). 
1 2 4 . Cfr. A . V Í T A L E , De iure accusandi matrimonium, Romae 1 9 3 7 , p. 4 7 ; R. 
COLANTONIO, L'accusa matrimonióle.., cit, p. 3 1 3 ; A . VERMEERSCH-1. CREUSEN, Epitome Iuris 
Canonici, III , Bruselas 19567", p. 1 5 5 . 
1 2 5 . Cfr. E . REGATILLO, Derecho Matrimonial Eclesiástico, Santander 1 9 6 2 , p. 3 8 1 . 
1 2 6 . Cfr. C. DE DIEGO-LORA, Comentario al título I del libro VII..., cit, p. 1 0 0 1 . 
1 2 7 . Cfr. R. RODRÍGUEZ O C A Ñ A , La legitimación originaria y sucesiva..., cit, p. 1 9 3 . 
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que la cuestión sobre la validez del matrimonio sea prejudicial para 
resolver otra controversia. 
De la comparación de esta excepción contenida en el § 1 del canon 
1675 con la del canon 1972 del C.I.C. 17 y el art. 42 de la Instrucción 
Provida Mater Ecclesia, se deduce con claridad que el legislador ha 
determinado cambiar el contenido de esta excepción a la prohibición. 
En efecto, mientras que el canon 1972 exigía que la cuestión surgiera 
incidentalmente, el canon 1675 § 1 requiere que la impugnación postuma 
sea prejudicial para la resolución de una controversia conexa. 
Esta variación ya se hizo constar en el canon 339 § 1 del Schema del 
76, donde figuraba la cláusula «nisi quaestio de validitate sit praeiudicialis 
ad aliam solvendam controversiam», en lugar de la expresión anterior 
«nisi incidenter oriatur quaestio», y fue mantenida por el legislador en 
los esquemas sucesivos hasta convertirse en el canon 1675 § 1 del 
C.I.C. 8 3 1 2 8 . 
a. Laprejudicialidad 
Como señala el § 1 del canon 1675, la impugnación postuma del 
matrimonio puede llevarse a cabo cuando ésta sea prejudicial para la 
resolución de otra controversia conexa 1 2 9 . 
La doctrina señala que una cuestión es prejudicial respecto a otra 
cuando de la solución que se dé a la primera, dependa la solución que se 
le haya de dar a otra cues t ión 1 3 0 ; es decir, cuando la solución de una 
causa sea un pre iudicium que condicione la resolución de otra causa 
principal que se proyecte plantear separadamente. Se trata, por tanto, de 
una causa principal, no necesariamente incidental, que es preparatoria de 
otra causa también principal 1 3 1 . 
Rodríguez-Ocaña señala que, en la regulación vigente, la vía inci-
dental está aparentemente cerrada para las causas de nulidad matrimonial. 
En efecto -continúa el autor-, las causas incidentales se tramitan oral-
128. Cfr. PONTIFICIA COMMISSIO CODICIS IURIS CANONICI RECOGNOSCENDO, Schema 
canonum..., cit, p. 78, c. 339 § 1. 
129. Cfr. L . CHIAPPETTA, Comentario al canon 1675..., cit, p. 733; F . DELLA R O C C A , 
Nuovi saggi di diritto processuale canónico, Padova 1988, p. 146. 
130 . Cfr. J. J. GARCIA F A Í L D E , Nuevo Derecho Procesal Canónico..., cit, p. 34. 
1 3 1 . Cfr. R . R O D R Í G U E Z - O C A Ñ A , La legitimación originaria y sucesiva..., cit, p. 193. 
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mente, procedimiento éste que está expresamente prohibido en los proce-
sos de nulidad matrimonial (canon 1690). Sin embargo, cabe la posibi-
lidad de que el juez, teniendo en cuenta la gravedad del caso -característica 
necesaria de las causas de nulidad matrimonial- determine que la cuestión 
incidental, de acuerdo con el canon 1590 § 1, no se tramite mediante el 
proceso o ra l 1 3 2 . 
Una cuestión que necesariamente se plantea, al estudiar la preju-
dicialidad, es la determinación de las causas principales que justifican 
estimar como prejudicial la impugnación postuma del matrimonio. 
En efecto, la finalidad de la impugnación postuma del matrimonio no 
es la declaración de nulidad de un matrimonio que ya no existe, sino hacer 
posible el logro de intereses dependientes, pero ajenos a la existencia del 
vínculo matrimonial. En consecuencia, existe la posibilidad de que esta 
facultad sea instrumentalizada para la obtención de finalidades que no sean 
espirituales ni anejas a e l las 1 3 3 . 
En nuestra opinión, esta importante cuestión puede ser resuelta 
teniendo presente el concepto de interés legítimo, concepto utilizado por la 
mayoría de la doctrina en la legislación precedente para resolver esta 
misma cuestión (aunque referida a las causas incidentales del canon 
1972)134. 
En efecto, del tenor del canon 1675 § 1, se deduce que es posible 
plantear como prejudicial la impugnación postuma de la validez de un 
matrimonio, siempre que el sujeto en cuestión persiga un interés legítimo 
en la causa principal. 
Evidentemente, la obtención de este interés debe depender de la 
validez o nulidad del vínculo matrimonial. 
La exigencia de que el interés sea legítimo constituye un límite a las 
pretensiones de los particulares y una defensa del favor matrimonii135, 
excluyendo, en consecuencia, cualquier posibilidad de instrumentalizar la 
impugnación postuma, es decir, de actuar con una intención fraudulenta 
132. Cfr. Ibidem, p. 193. 
133 . Cfr. J.J. G A R C Í A F A Í L D E , Nuevo Derecho Procesal Canónico..., cit, pp. 34-35. 
134. Cfr. E. D E L E Ó N , El proceso de nulidad matrimonial..., cit, pp. 168-170; F. X. 
W E R N Z , IUS Decretalium, IV, Romae 1913-1915, p. 689; F. C A P P E L L O , Tractatus canonico-
moralis de sacramentis, V, Romae 19506", p. 888, n. 879. 
135 . Cfr. R. R O D R Í G U E Z - O C A Ñ A , La legitimación originaria y sucesiva..., cit., p.194. 
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-p.ej. lucro pecuniario-, que estaría en contradicción con la intención del 
canon 1 3 6 . 
El interés será legítimo siempre que, mediante la impugnación 
postuma del matrimonio, se evite un daño, se consiga una ut i l idad 1 3 7 , o 
se contribuya a la protección de otros derechos civiles o religiosos que 
deban ser tomados en cuen ta 1 3 8 , por ejemplo: dilucidar una cuestión 
he red i t a r i a 1 3 9 , determinar el estado familiar, establecer el orden de 
sucesión 1 4 0 , etc. 
Finalmente, cabe afirmar con Daneels que, teniendo en cuenta la 
expresión «ad aliam solvendam», la controversia planteada puede ser 
tanto judicial como administrativa 1 4 1. 
Antes de terminar el estudio de la prejudicialidad, parece necesario 
hacer una referencia a la cláusula final del canon 1675 § 1, donde se 
afirma que, la cuestión de la validez debe ser prejudicial para resolver otra 
controversia «sive in foro canónico sive in foro civili». 
El precedente canon 1972 no contenía en su redacción una cláusula 
similar a la actual y esta omisión provocó interpretaciones encontradas en-
tre los canonistas, e incluso entre la misma jurisprudencia. Ciertos autores 
afirmaban que la cuestión incidental debía surgir de una causa principal 
planteada en el fuero eclesiástico; otros, sin embargo, sostenían que la 
causa incidental también podía surgir de una causa planteada en el fuero 
c iv i l 1 4 2 . 
En los primeros años del proceso de codificación, el coetus De 
Processibus no se sintió en la necesidad de encontrar solución a los 
problemas que planteaba esta cuestión, de tal modo que el canon 339 § 1 
del Schema del 76 disponía que la cuestión de la validez debía ser 
136. Cfr. F . X . WERNZ, IUS Decretalium .... cit, p. 689. 
137. Cfr. F. CAPELLO, Tractatus..., cit, p. 888, n. 879. 
138 . Cfr. S. VITALE, De iure accusandi..., cit, p. 53. 
139. Cfr. M. LÓPEZ A L A R C Ó N , Los procesos matrimoniales canónicos, en M. LÓPEZ 
ALARCÓN-R. NAVARRO VALLS, Curso de derecho matrimonial canónico y concordado, Madrid 
1984, p. 302. 
140. Cfr. F . FINOCCHIARO, // matrimonio nel diritto canonico..., cit, p. 123. 
141 . Cfr. F. DANEELS, // diritto di impugnare..., cit, p. 149. 
142. Cfr. J.J. GARCÍA F A Í L D E , Nuevo Derecho Procesal Canónico..., cit, p. 34; I. GOR-
DON, Novus processus..., cit, p. 11; R. CoLANTONlO, L'accusa matrimoniale..., cit, p. 324. 
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prejudicial para la solución de otra controversia conexa, sin introducir 
mayores especificaciones 1 4 3. 
Sin embargo, pocos años después, una animadversio propuso que, 
dado que la cuestión conexa, de la que se hablaba en el canon 339 § 1, 
cada vez con mayor frecuencia estaba pendiente ante un juez civil, se 
añadiera al final del § 1 la expresión «etsi pendentem coram alio iudice 
ecclesiastico vel iudice civili». 
El 29 de marzo de 1979, los consultores aprobaron la enmienda y 
añadieron una cláusula final similar a la propuesta: «sive in foro canónico 
sive in foro civili», que se ha mantenido en el canon 1675 § 1 del 
C.I .C. 8 3 1 4 4 . 
La nueva regulación, al señalar expresamente que la causa principal 
puede haber sido planteada tanto en el fuero eclesiástico como en el fuero 
civil, ha constituido un claro acierto del legislador. 
En efecto, por un lado, esta normativa tiene en cuenta la realidad 
jurídica ya que lo más probable es que la prejudicialidad se plantee por 
cuestiones más propias del fuero civil que del canónico 1 4 5 . 
Por otro lado, el canon 1671 del C.I.C. 83 señala que las causas 
matrimoniales de los bautizados corresponden al juez eclesiástico por 
derecho p rop io 1 4 6 . Si bien es cierto que el legislador ha suprimido el 
calificativo exclusivo, porque la Iglesia ha reconocido la posibilidad de 
que el Estado ejerza su jurisdicción sobre los efectos meramente civiles 
del matrimonio, pensamos que, tratándose de las causas de nulidad ma-
trimonial, esto es, de declarar sobre la validez o invalidez de un sacra-
mento, la jurisdicción de la Iglesia sigue siendo propia y exclusiva. En 
consecuencia, parece necesario que el canon 1675 § 1 señale que la causa 
principal puede haber sido planteada en el fuero civil ya que -en caso 
contrario- el juez laico debería emitir una declaración acerca de la validez 
de un sacramento, siendo absolutamente incompetente para e l lo 1 4 7 . 
1 4 3 . Cfr. PONTIFICIA COMMISSIO CODICIS IURIS CANONICI RECOGNOSCENDO, Schema 
canonum..., cit, p. 7 8 , c. 3 3 9 . 
1 4 4 . Cfr. Communicationes 1 1 ( 1 9 7 9 ) , pp. 2 5 9 - 2 6 0 . 
1 4 5 . Cfr. A . PÉREZ R A M O S , Modificaciones en el nuevo proceso de nulidad matri-
monial..., cit, p. 4 1 3 . 
1 4 6 . Cfr. c. 1 6 7 1 : «Causae matrimoniales baptizatorum iure proprio ad iudicem 
ecclesiasticum spectant». 
1 4 7 . Cfr. R. COLANTONIO, L'accusa matrimonióle..., cit, p. 3 2 4 . 
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Por todo ello, se puede afirmar que cuando el juez civil, al juzgar una 
controversia que hubiera sido planteada ante él, se encuentre con una 
causa prejudicial directamente referida a la validez de un matrimonio di-
suelto por la muerte de uno o de ambos cónyuges, habrá de comunicár-
selo al tribunal eclesiástico para que este resuelva, mediante la impug-
nación postuma del matrimonio, si el vínculo matrimonial fue válido o no. 
Sin embargo, la doctrina señala que la aplicación práctica de esta 
cláusula puede plantear problemas 1 4 8 . 
En efecto, para que este procedimiento se aplique con corrección es 
necesario que exista un perfecta coordinación entre los diversos ordena-
mientos estatales y el ordenamiento canónico. En caso contrario, podría 
suceder que el juez civil, ignorando la competencia propia de la Iglesia en 
esta materia, se arrogara competencia para pronunciarse sobre la causa 
prejudicial que tratara de la nulidad de un matrimonio canón ico 1 4 9 . 
Asimismo, Tricerri señala el supuesto de una causa de nulidad introducida 
por una parte ante el juez civil donde no exista una reserva de 
jurisdicción 1 5 0 . 
Un segundo problema que puede presentar la cláusula «sive in foro 
canónico sive in foro civili» hace referencia a una cuestión importante para 
la misma eficacia del canon 1675 § 1, esto es, los efectos civiles de la nu-
lidad del matrimonio impugnado tras la muerte de uno de los cón-
y u g e s 1 5 1 . En efecto, algunos ordenamientos no reconocen los efectos 
civiles de una sentencia de nulidad de un matrimonio, impugnado tras la 
muerte de algún cónyuge, dictada por un juez eclesiástico y prohiben que 
el juez de la causa principal conceda algún efecto civil a dicha sentencia de 
nul idad 1 5 2 . 
1 4 8 . Cfr. C. DE DIEGO-LORA, Comentario al título Idel libro VII..., cit, p. 1 0 0 1 . 
1 4 9 . Cfr. M. Z A Y A S , LOS procesos especiales en el nuevo Código de Derecho Canó-
nico..., cit, p. 2 8 5 . El autor señala a continuación que este caso podría suceder en España -a 
la vista de su legislación civil reformada- si el capítulo de nulidad fuera alguno de los 
comprendidos en el art. 7 3 del Código civil y a tenor de los arts. 7 4 - 7 6 . 
1 5 0 . Cfr. C. TRICERRI, Comentario al canon 1675..., cit, p. 9 5 6 . 
1 5 1 . Cfr. F . DANEELS, // diritto di impugnare..., cit, p. 1 4 9 . 
1 5 2 . Como afirma la sentencia de la Signatura Apostólica Coram Staffa, de 1 2 de julio 
de 1 9 7 1 , esta prohibición se encuentra recogida en el art. 1 2 7 de Código civil italiano: 
«...Pósito, per hypothesim, quod iudex ecclesiasticus admiserit in casu impugnationem 
incidentalem alicuius matrimonii, post mortem coniugum, dum causa principalis pendet in 
foro civili, huiusmodi iudicis ecclesiastici sententia nullum prorsus effectum sortiri potest in 
foro civili, nec ei ullus prorsus effectus civilis tribuí potest a iudice causae principalis, eo 
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b. Sujetos legitimados para la impugnación postuma 
El canon 1675 § 1, como el canon 1972 del Código pío-benedictino, 
no señala explícitamente las personas que están legitimadas para impugnar 
la validez del matrimonio después de la muerte de uno o ambos cónyuges 
cuando la cuestión sobre la validez sea prejudicial para resolver otra 
controversia, bien en el fuero canónico bien en el fuero civil. 
La doctrina -siguiendo la solución adoptada por la mayoría de los 
autores en relación con la normativa anterior 1 5 3- señala unánimemente que 
están legitimados para la impugnación postuma del matrimonio los 
mismos sujetos de la causa principal 1 5 4 . 
En efecto, en estos supuestos, la legitimación activa no está reservada 
a los cónyuges, hijos o herederos del difunto, sino que se extiende a 
todos aquellos que siendo partes en una causa principal persigan un 
interés legítimo, de cualquier género que sea és te 1 5 5 . 
Cabe plantearse, en estos casos, si el promotor de justicia tiene 
legitimación activa para impugnar la validez del matrimonio cumulativa-
mente con uno de los sujetos de la causa principal. En principio, la 
respuesta a esta cuestión es negativa dado que en estos supuestos no 
parece fácil que, muerto uno o ambos cónyuges y disuelto el vínculo 
matrimonial, pueda afectar al bien público de la Iglesia; más bien la 
impugnación postuma del matrimonio está ordenada a la utilidad privada, 
esto es, a intereses particulares de filiación legítima, sucesión e t c 1 5 6 . 
quod art. 127 Codicis civilis italici expresse obstat quominus haec sentencia trancribi possit 
ad effectus civiles obtinendus...», en «Periodica» 61 (1972), p. 164. 
153 . Cfr. R . C O L A N T O N I O , L'accusa matrimoniale..., cit, pp. 325-326. 
154. Cfr. R . R O D R Í G U E Z - O C A N A , La legitimación originaria y sucesiva..., cit, p. 193; F . 
D A N E E L S , / / diritto di impugnare..., cit, pp. 149-150. 
155 . Cfr. L . MATTIOLI, La fase introduttoria del processo e la non comparsa della parte 
convenuta, en A A . W . , / / processo matrimoniale canonico, Città del Vaticano 1988, pp. 
211-212; F . SALERNO, Processo matrimoniale... c«t, p. 915; S. BERLINGO, Il processo, en E . 
VlTALI-S. BERLINGO, Diritto Matrimoniale Ct-ionico, Milán 1989, pp. 236-7; Sentencia de 
la Signatura Apostolica, Coram Staffa, de 12 de : de 1971 : «...quia can. 1972 personas 
hábiles ad accusandum nec enumerai, nec limita'., a^cusatio postuma nequit filiis atque here-
dibus necessariis exclusive reservan; sed aliis quoque, praeterquam filiis, competit, ut puta 
heredibus conlateralibus, nec non iis omnibus indistincte qui in causa principali aliquod 
legitimum interesse prosequuntur, cuiuscumque generis illud sit...». «Periodica» 61 (1972), 
p. 157. 
156. Cfr. R . R O D R Í G U E Z - O C A Ñ A . La legitimación originaria y sucesiva..., cit, p.193; 
J.J. GARCÍA F A Í L D E , Nuevo derecho procesal canónico..., cit, p. 35. 
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Asimismo, el canon 1675 § 1 también guarda silencio acerca de la 
legitimación pasiva en los supuestos de impugnación postuma. Ahora 
bien, esta omisión parece no plantear especiales problemas ya que, según 
se deduce fácilmente, estarán legitimados para defender la validez del 
matrimonio: el defensor del vínculo, el cónyuge superviviente cuando lo 
haya y la otra parte de la causa principal cuando quiera defender la validez 
del vínculo en la causa prejudicial. 
De lo expuesto se aprecia cómo el § 1 del canon 1675, a diferencia 
del canon 1674 § 1, otorga legitimación activa y pasiva a cualquier tercero 
que persiga un interés legítimo en la causa principal. 
En efecto, mientras que el canon 1674 § 1 otorga el derecho de acción 
exclusivamente a los cónyuges por ser titulares de los derechos 
matrimoniales, el § 1 del canon 1675 hace una excepción a la concepción 
procesal del C.I.C. 83 y otorga legitimación sustitutiva a personas que, 
careciendo de un derecho propio, pretenden la tutela de un interés legítimo 
en la causa principal. En estos supuestos, el legislador concede a estas 
personas el derecho de acción en virtud de un interés propio y para 
ejercitar un derecho no propio, sino ajeno, de los cónyuges 1 5 7 . 
En este sentido, se puede afirmar que -al igual que el canon 1674, 2 o -
estamos en presencia de una ampliación -basada en una sustitución por 
interés legítimo- del supuesto contenido en el canon 1674, I o . 
C. Prosecución «post mortem» de la causa 
El canon 1675 § 2 señala que cuando muera un cónyuge estando 
pendiente la causa debe observarse lo prescrito en el canon 1518 1 5 8 . 
En consecuencia, las disposiciones contenidas en ese canon y referi-
das a los procesos en general, también son aplicables a la prosecución 
post mortem de una causa de nulidad matrimonial 1 5 9 . 
1 5 7 . Con acierto, G A R C Í A F A Í L D E señala que «el que presenta la acción de nulidad en este 
caso se sustituye procesalmente al cónyuge difunto para solucionar, por medio de esta 
sustitución procesal en el juicio de la causa de nulidad matrimonial, otra causa suya sobre 
otro asunto en el tribunal o eclesiástico o civil». Ibidem, p. 3 5 . 
1 5 8 . Cfr. c. 1 6 7 5 § 2 : «Si autem coniux moriatur pendente causa, servetur can. 1 5 1 8 » . 
1 5 9 . Cfr. c. 1 5 1 8 : «Si pars litigans moriatur aut statum mutet aut cesset ab officio cuius 
ratione agit: 
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La normativa vigente es muy diferente a la regulación anterior, y 
parece más bien que el legislador haya tomado como pauta la normativa 
general de los años inmediatamente posteriores a la promulgación del 
C.I.C. 17. 
En efecto, a partir del C.I.C. 17, a la prosecución post mortem de las 
causas de nulidad matrimonial también se les aplicaba la disciplina referida 
a los procesos en general, contenida en el canon 1733. Este canon decía, 
casi con idénticos términos, lo que señala el actual canon 1518 (a 
excepción de la introducción del legítimamente interesado en el canon 
1518 § 1). 
Sin embargo, diecinueve años más tarde, el art. 222 de la Instrucción 
Provida Mater Ecclesia se preocupó expresamente de regular la prose-
cución post mortem en las causas de nulidad matrimonial, dejándose de 
aplicar el canon 1733 e introduciendo numerosos cambios en relación a 
éste. Este artículo estuvo vigente hasta la promulgación del C.I.C. 83. 
Ahora bien, durante el proceso de codificación del C.I.C. 83 el 
legislador introdujo un parágrafo 2 o en el canon 339 del Schema del 76 
señalando que si un cónyuge moría estando pendiente la causa, se debían 
observar los cánones 159 y 2 9 1 1 6 0 . 
Esta disciplina ponía de manifiesto la intención del legislador de no 
tomar en cuenta el sentido del art. 222 de la Instrucción Provida Mater 
Ecclesia, y de tratar la prosecución post mortem de las causas de nulidad 
de acuerdo con la regulación prevista en el canon 159 para los procesos en 
general. El canon 339 § 2, además de remitir al canon 159 (similar al 
canon 1733 del C.I.C. 17, salvo la introducción del legítimamente 
interesado en el canon 159, I o ) 1 6 1 , también reenviaba al canon 291 
(correspondiente al canon 1885 del C.I.C. 17 ) 1 6 2 . 
Pocos años después, un consultor propuso la desaparición del § 2 del 
canon 339 por considerarlo superfluo. La sugerencia no prosperó, pero se 
I o causa nondum conclusa, instantia suspenditur doñee heres defuncti aut successor aut is, 
cuius intersit, litem resumat; 
2 O causa conclusa, iudex procederé debet ad ulteriora, citato procuratore, si adsit, secus 
defuncti herede vel successore». 
1 6 0 . Cfr. PONTIFICIA COMMISSIO CODICIS IURIS CANONICI RECOGNOSCENDO. Schema 
canonum..., cit, p. 78, c. 3 3 9 . 
1 6 1 . Cfr. Ibidem, p. 3 9 , c. 1 5 9 . 
1 6 2 . Cfr. Ibidem, p. 6 5 , c. 2 9 1 . 
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suprimió el reenvío al canon 291 porque este canon había sido suprimido 
por los consultores el 15 de diciembre de 1978 1 6 3 . 
En los sucesivos esquemas, el canon 339 § 2 no sufrió modifica-
ciones convirtiéndose en el canon 1675 § 2 del C.I.C. 83, y el canon 159 
(a excepción de pequeñas variaciones terminológicas referidas al legítima-
mente interesado, como veremos más detenidamente) tampoco experi-
mentó variación alguna, apareciendo en el C.I.C. 83 como el canon 1518. 
Antes de comenzar el estudio de la prosecución post mortem de 
acuerdo con la regulación vigente, conviene hacer unas observaciones 
acerca del fundamento jurídico de tal prosecución y de su coherencia con 
el resto del ordenamiento canónico. 
La prosecución post mortem de una causa es posible cuando la 
muerte de una parte no lleve consigo la extinción del objeto del pleito, y 
que otra persona pueda sustituir en la relación al litigante difunto. 
Teniendo en cuenta lo anterior, cabe señalar que la prosecución post 
mortem puede aplicarse con corrección a las causas de nulidad matrimo-
nial ya que, en éstas, la muerte de un cónyuge no lleva consigo la extin-
ción del objeto del pleito y, como veremos más adelante, la sustitución es 
posible. 
En efecto, mediante la prosecución post mortem de una causa de 
nulidad matrimonial no se solicita la disolución del vínculo (que ya ha 
sido disuelto por la muerte de un cónyuge), sino, más bien, que se declare 
jurídicamente que un concreto vínculo matrimonial fue válido o nulo en el 
momento de la celebración del matrimonio. Se trata, por tanto, de una 
cuestión de hecho a la que no se opone la muerte sobrevenida de alguno 
de los cónyuges, y que hará posible la protección de intereses legítimos 
dependientes de la nulidad del matrimonio 1 6 4 . 
Si además tenemos en cuenta que el canon 1492 establece que las 
acciones que se refieren al estado de las personas nunca se extinguen, 
parece necesario afirmar la posibilidad jurídica de la prosecución post 
mortem en las causas de nulidad matrimonial, de tal manera que, si uno de 
1 6 3 . Cfr. Communicationes 1 1 ( 1 9 7 9 ) , pp. 1 5 2 y 2 5 9 - 2 6 0 . 
1 6 4 . Sentencia de la Signatura Apostólica Coram Sabattani, de 1 6 de octubre de 1 9 8 2 , 
en «Periódica» 7 2 ( 1 9 8 3 ) , p. 1 1 7 ; J.J. GARCÍA F A Í L D E , Nuevo derecho procesal canónico...., 
cit, p. 9 1 . El autor señala cómo el canon 1 5 1 8 no es aplicable a las causas de separación 
porque la muerte de uno de los esposos conlleva la extinción del objeto del pleito y la 
imposibilidad de que otra persona sustituya al difunto en la relación procesal. 
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los cónyuges muere estando pendiente el pleito sobre la nulidad del 
matrimonio, ni la jurisdicción del juez termina ni la acción caduca por 
derecho 1 6 5 . 
Una última cuestión que puede plantearse es la relación de la prose-
cución post mortem con el favor matrimonii (canon 1060). En efecto, el 
motivo que impulsó al legislador a prohibir como regla general la prose-
cución post mortem en las causas matrimoniales (art. 222 § 1) era el favor 
iuris de que gozaba el matrimonio 1 6 6 . Sin embargo, la actual legislación 
(inspirada en una mejor tutela de los intereses del cónyuge superstite y de 
los terceros) no parece oponerse al favor matrimonii; en todo caso cabe 
afirmar que lo a tenúa 1 6 7 , dado que este principio estará presente en la 
prosecución de la instancia y en modo alguno se prejuzga la causa de 
nulidad por el hecho de que se prosiga 1 6 8 . 
Una vez realizadas estas consideraciones acerca del fundamento de la 
prosecución post mortem en las causas de nulidad matrimonial, afron-
tamos el estudio de la regulación vigente, contenida en el § 2 del canon 
1675 y en el canon 1518. 
El § 2 del canon 1675 requiere, para que pueda ejercitarse la 
prosecución post mortem, que hubiera muerto uno de los cónyuges, 
aunque no es óbice que hayan muerto ambos cónyuges 1 6 9 . 
A diferencia del art. 222 § 1 de la Instrucción Provida Mater Ecclesia, 
el canon no exige que el hecho de la muerte deba constar en documento 
público. Basta que el juez tenga constancia del hecho de la muerte, ya sea 
por certificado de defunción o por la inscripción en el libro parroquial de 
difuntos, ya sea por cualquier otro medio de prueba. 
La muerte -continúa el canon- debe producirse mientras esté pen-
diente la causa. Por tanto, no es suficiente que el difunto hubiera mani-
festado un simple deseo de impugnación; por el contrario, debe haber 
ejercitado la acción de declaración de nulidad del matrimonio, el proceso 
debe estar desarrollándose y el cónyuge difunto tenga una posición 
definida en el mismo. 
165. Cfr. Coram Jullien, S R R D 25 (1933), pp. 2 y 4. 
166. Cfr. C. D E DIEGO-LORA, La tutela jurídico formal..., cit, pp. 54-55. 
167. Cfr. C. T R I C E R R I , Comentario al canon 1675..., cit, p. 956. 
168. Cfr. J.M. S E R R A N O , Nulidad de matrimonio coram Serrano, Salamanca 1981, pp. 
312 y 316. 
169. Cfr. J.J. GARCÍA F A Í L D E , Nuevo derecho procesal canónico..., cit, p. 34. 
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Cumpliéndose estas condiciones, el canon 1675 § 2 remite a la 
disciplina contenida en el canon 1518. 
Este canon, sustancialmente diferente al art. 222 § 1 de la Instrucción 
Provida Mater Ecclesia, no ordena, como regla general, que se archiven 
los autos y se cancele la causa sino que, distinguiendo dentro de la 
litispendencia si la muerte ocurrió antes o después de la conclusión de la 
causa, ordena, en el primer caso, la suspensión del proceso hasta que otra 
persona legitimada lo reanude; mientras que, en el segundo supuesto, 
señala que el juez debe proseguir la causa. 
Antes de comenzar el estudio detenido de ambos supuestos, conviene 
señalar que este canon es aplicable, tanto al supuesto de que el cónyuge 
hubiera fallecido durante el proceso que culminaría con la primera 
sentencia sobre la validez del matrimonio, como al caso en que éste 
muriera una vez interpuesta la apelación 1 7 0 . 
1. Muerte antes de la conclusión de la causa 
El canon 1518, I o dispone que, si el hecho jurídico de la muerte se 
produce antes de la conclusión de la causa, la instancia se suspende hasta 
que la reanude el heredero del difunto o su sucesor o el legítimamente 
interesado. 
En estas condiciones, la actividad dentro del proceso se interrumpe 
-no la instancia, como afirma el canon con poca precisión 1 7 1 - hasta que 
uno de los sujetos previstos en el canon presente al juez una petición con 
objeto de impulsar la causa e instar la prosecución post mortem. Exami-
nada la petición, y si existen los requisitos contemplados en el canon 
1518, I o , el juez emite decreto autorizando al sujeto a realizar los actos 
necesarios para continuar el proceso asumiendo la condición procesal de 
pa r t e 1 7 2 . 
En efecto, el § 1 otorga legitimación para la prosecución de la causa a 
los herederos del difunto, a su sucesor y al legítimamente interesado. 
El canon no menciona explícitamente al cónyuge superstite como lo 
hacía el anterior art. 222 de la Instrucción Provida Mater Ecclesia, sin 
1 7 0 . Cfr. Ibidem, p. 9 0 . 
1 7 1 . Cfr. R. R O D R Í G U E Z - O C A Ñ A , La legitimación originaria y sucesiva..., cit, p. 1 9 5 . 
1 7 2 . Cfr. C. D E DIEGO-LORA, Comentario al título 111 del libro VII..., cit, p. 9 1 4 . 
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embargo, parece evidente que se debe tener en cuenta al cónyuge 
superstite antes que a persona alguna 1 7 3 . 
Asimismo, están legitimados el heredero del difunto y su sucesor. La 
regulación precedente sólo nombraba al heredero, aunque la mayoría de la 
doctrina y de la jurisprudencia lo interpretaba en sentido amplio, es decir, 
incluían bajo la denominación de heredero, no sólo a quien recibiera los 
bienes de la sucesión universal o de parte alícuota, sino también, al 
legatario o cualquier otra persona que accediera a título de herencia a los 
bienes del de cuius174. El actual canon, al legitimar expresamente al 
heredero o sucesor, resuelve esta controversia y adopta la interpretación 
amplia que venía haciendo la doctrina y la jurisprudencia 1 7 5. 
El art. 222 requería que el cónyuge superstite o el heredero tuvieran 
graves razones para proseguir la causa, enumerando unos ejemplos y re-
mitiendo equivocadamente al canon 1972 del C.I.C. 17. La normativa 
vigente, sin embargo, omite acertadamente la referencia al correspondiente 
canon 1675 § 1 del C.I.C. 83 y guarda silencio acerca de la necesidad de 
tener graves razones. Del tenor del canon parece deducirse, como señala 
Daneels, que se ha suprimido el requisito de graves razones, siendo 
suficiente que el heredero o sucesor sea portador de un interés 
legí t imo 1 7 6 . 
Posiblemente, la novedad más importante del canon 1518, I o , es la 
de otorgar legitimación para la prosecución post mortem al legítimamente 
interesado. En efecto, este supuesto no se hallaba contemplado en el 
canon 1733 del C.I.C. 17 y tampoco en el art. 222 de la Instrucción 
Provida Mater Ecclesia. 
Durante el proceso de codificación, este supuesto fue recogido por 
primera vez en el número 23 de los Praenotanda del Schema del 76 y se 
hizo constar en el canon 159, I o del Schema del 76 bajo la expresión «aut 
interesse habens litem prosequatur» 1 7 7 . 
1 7 3 . Cfr. I. GORDON, NOVUS processus..., cit, p. 13 ; J.J. GARCÍA F A Í L D E , Nuevo derecho 
procesal canónico..., cit, p. 9 0 . 
1 7 4 . Cfr. R. COLANTONIO, L'accusa matrimonióle..., cit, p. 3 1 7 ; J . M . SERRANO, Nulidad 
del matrimonio..., cit, pp. 3 1 2 - 3 2 0 . 
1 7 5 . Cfr, R. RORDRÍGUEZ-OCANA, La legitimación originaria y sucesiva..., cit, p. 1 9 5 . 
1 7 6 . Cfr. F. DANEELS, // diritto di impugnare..., cit, p. 1 5 1 . 
1 7 7 . Cfr. PONTIFICIA COMMISSIO CODICIS IURIS CANONICI RECOGNOSCENDO, Schema 
canonum..., cit, p. 3 9 , c. 1 5 9 . 
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Dos años más tarde, el 27 de octubre de 1978, los consultores, para 
mayor claridad, sustituyeron dicha expresión por la cláusula «aut is cuius 
intersit litem resumat» 1 7 8 que, manteniéndose en los sucesivos esquemas, 
fue recogida en el canon 1518, I o del C.I.C. 83. 
La introducción del legítimamente interesado autoriza a tener por 
legitimados para reanudar el proceso a personas diferentes del cónyuge, 
es decir al heredero o sucesor, o cualquier persona que tenga un interés 
legítimo, de cualquier naturaleza, para proseguir la causa 1 7 9 . 
El interés puede ser de cualquier naturaleza, esto es, de carácter 
económico, moral, social, etc. Así, por ejemplo, cabe incluir dentro de 
este concepto el derecho de la viuda a reclamar la herencia del marido 
difunto, la fama y el decoro de la familia, la legitimación de la prole nacida 
de un matrimonio atentado, la posesión de una herencia, e t c 1 8 0 . 
El canon precisa que el interés debe ser legítimo y esto es lógico 
desde todo punto de vista porque lo que se pone en juego al proseguir una 
causa matrimonial es algo tan importante como la validez del vínculo 
matrimonial. Asimismo, conviene señalar que el interés legítimo debe 
estar tan intrínsecamente unido a la cuestión de la validez del matrimonio 
que no pueda ser protegido por otro medio que no sea la prosecución post 
mortem de la causa 1 8 1 . 
Aunque el canon no lo dice expresamente, cabe plantearse si el 
promotor de justicia puede ejercer la prosecución post mortem de la causa. 
El promotor de justicia está legitimado para proseguir la causa cuando ésta 
afecta directamente a la protección del interés público (p. ej. cuando la 
nulidad del matrimonio parezca evidente y de no ser declarado se seguiría 
1 7 8 . Cfr. Communicationes 1 1 ( 1 9 7 9 ) , p. 9 5 . 
1 7 9 . Cfr. Z . GROCHOLEWSKI Révision du procès canonique..., cit, p. 3 7 4 . 
1 8 0 . Cfr. F . DANEELS, // diritto di impugnare..., cit, p. 1 5 1 ; R. CoLANTONio, L'accusa 
matrimoniale..., cit, p. 3 3 6 ; J.J. GARCÍA F A Í L D E , Nuevo derecho procesal canónico..., cit, p. 
9 0 . Este autor señala que deberá reconocérsele el derecho a proseguir el proceso a la mujer que 
durante años estuvo conviviendo, y por ello tenida socialmente como adúltera o concubina, 
con el litigante casado con otra mujer y que puede obtener, mediante la sentencia pro 
nullitate del matrimonio de ese litigante, un beneficio de naturaleza patrimonial (p. ej. el 
usufructo) o social (p. ej. recuperación de la buena fama) o moral (p. ej. tranquilidad de 
conciencia al saberse objetivamente no adúltera). 
1 8 1 . Cfr. J . M . SERRANO, Nulidad del matrimonio..., cit, p. 3 1 5 ; M . MARTÍNEZ CAVERO, 
El fiscal en la acusación..., cit, p. 5 0 9 . 
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escánda lo) 1 8 2 ; en caso contrario, si la prosecución no afecta al interés 
público, no lo estará. 
Una vez señalados los sujetos legitimados para ejercitar la prose-
cución post mortem de la causa, parece necesario advertir que la regula-
ción vigente ofrece una mayor amplitud que el C . I .C . 17 en orden a la 
prosecución de la causa. En efecto, además de adoptar el sentido amplio 
del término heredero, da entrada a un supuesto totalmente nuevo, esto es, 
la legitimación de los terceros que tengan un legítimo interés para 
proseguir la causa. 
Posiblemente el motivo que ha llevado al legislador a conceder legiti-
mación a esas personas sea la necesidad de prestar una eficaz tutela a sus 
intereses privados, ya que éstos podrían quedar desprotegidos si el pro-
motor de justicia no pudiera proseguir el proceso o el cónyuge superstite 
-caso de que persiguiera la nulidad- desistiera de la prosecución. 
Esta extensión de legitimación a personas diferentes de los cónyuges 
supone una excepción al canon 1674, I o y a la concepción procesal del 
C . I . C . 8 3 . Sin embargo, el legislador, consciente de la necesidad de 
tutelar también los intereses legítimos de los terceros, ha otorgado a éstos 
una legitimación sustitutiva, es decir, un derecho de acción basado en un 
interés propio y para ejercitar un derecho no propio, sino ajeno, de los 
cónyuges 1 8 3 . 
Terminamos el estudio de la prosecución post mortem referida a la 
muerte cuando se ha producido antes de la conclusión de la causa, 
haciendo una breve referencia a dos cuestiones. 
En primer lugar, ¿puede el heredero, el sucesor, o el legítimamente 
interesado cambiar la posición procesal que ocupaba el de cuius en el pro-
ceso antes de la muerte? Rodríguez-Ocaña señala que, teniendo en cuenta 
la introducción del legítimamente interesado, la nueva parte legitimada no 
está vinculada a las pretensiones del de cuius; por tanto, puede decidirse 
por la opinión que más convenga a su interés, ejercitar el allanamiento y 
1 8 2 . Cfr. M . M A R T Í N E Z C A V E R O , El fiscal en la acusación del matrimonio, en «Revista 
Española de Derecho Canónico» X X V I I ( 1 9 7 0 ) , p. 5 2 0 ; J. J. G A R C Í A F A Í L D E , Nuevo derecho 
porcesal canónico..., cit, p. 9 1 ; R. C O L A N T O N I O , L'accusa matrimonióle..., cit, p. 3 1 9 . Este 
último autor señala un ejemplo en el que es conveniente la actuación del promotor de justicia 
con objeto de proteger el bien común. 
1 8 3 . Cfr. J. J. G A R C Í A F A Í L D E , Nuevo derecho procesal canónico..., cit, p. 9 1 . 
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renunciar a la acción, e incluso aducir un nuevo capítulo de nulidad en el 
grado de apelación 1 8 4 . 
Finalmente, señalar, en segundo lugar, que las personas indicadas en 
el canon 1518, I o también pueden interponer y proseguir la apelación 
contra la sentencia que se dé en un pleito reanudado por e l las 1 8 5 . 
2. Muerte después de la conclusión de la causa 
El canon 1518, 2 o dispone que si muere uno de los cónyuges cuando 
la causa ya hubiera concluido, el juez debe proseguirla citando al 
procurador y, en su defecto, al heredero del difunto o a su sucesor 1 8 6 . 
Este supuesto plantea pocos problemas por lo que, teniendo en cuenta 
lo anteriormente dicho, haremos unas breves consideraciones. 
A diferencia de los dispuesto en el art. 222 § 1 de la Instrucción 
Próvida Mater Ecclesia, cuando la causa ha concluido (es decir, cuando se 
haya emitido el decreto previsto en el canon 1599 que cierra la fase ins-
t ructor ia 1 8 7 ) , no se produce la suspensión del proceso sino que, por el 
contrario, el juez, ex officio, dará los pasos necesarios hasta su finali-
zación. Como señala De Diego-Lora, hallándose la causa en tal estado, 
todo se encuentra dispuesto para dictar sentencia, y no es conveniente 
retardarla 1 8 8 . 
El canon señala que el juez proseguirá la causa citando al procurador 
y, si no lo hay, al heredero del difunto o a su sucesor. Rodríguez-Ocaña 
observa cómo después del decreto de conclusión está permitido aportar 
nuevas pruebas, además de las defensas y alegatos; por este motivo es 
necesaria la existencia de una parte legítima (que el C.I.C. 83 restringe 
al heredero o sucesor) que pueda llevar a cabo esas actuaciones 
procesales 1 8 9 . 
1 8 4 . Cfr. R. RODRÍGUEZ-OCAÑA, La legitimación originaria y sucesiva..., cit, p. 1 2 7 . 
1 8 5 . Cfr. J. J. GARCÍA F A Í L D E , Nuevo derecho procesal canónico..., cit, p. 9 0 . 
1 8 6 . Cfr. F. DELLA ROCCA, Nuovi saggi di diritto processuale canónico, Padova 1 9 8 8 , 
p. 1 4 6 ; L . CHIAPPETTA, Comentario al canon 1675..., cit, p. 7 3 3 ; J. PÉREZ L L A N T A D A y 
GUTIÉRREZ-C. MAGAZ y SANGRO, Derecho Canónico Matrimonial para juristas, Madrid 1 9 8 7 , 
p. 2 4 7 . 
1 8 7 . Cfr. F. FlNOCCHIARO, // matrimonio nel diritto canónico..., cit, p. 1 2 3 . 
1 8 8 . Cfr. C. DE DIEGO-LORA, Comentario al canon 1518..., cit, p. 9 1 4 . 
1 8 9 . Cfr. R. RODRÍGUEZ-OCAÑA, La legitimación originaria y sucesiva..., cit, p. 1 9 5 . 
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El canon omite cualquier referencia al legítimamente interesado y al 
cónyuge superstite. Respecto a este último, Daneels señala expresamente 
que no debe ser citado, porque se trata de citar un sustituto del cónyuge 
difunto y este sustituto, de por sí, no puede ser la otra p a r t e 1 9 0 . Sin 
embargo, pensamos que, en algunos casos, es posible citar al cónyuge 
superstite antes que a los demás; piénsese p. ej. en el supuesto de un 
matrimonio impugnado exclusivamente por el promotor de justicia 1 9 1 . 
Antes de terminar el apartado relativo a la prosecución post mortem 
de una causa de nulidad matrimonial, conviene hacer una última referencia 
a la posibilidad de proceder a la ejecución de una única sentencia de 
nulidad cuando el matrimonio se ha disuelto por muerte. 
En la regulación anterior, el art. 222 § 2 de la Instrucción Provida 
Mater Ecclesiae prohibía la apelación del defensor del vínculo contra la 
sentencia de nulidad cuando hubiera muerto un cónyuge. En consecuen-
cia, la sentencia rotal coram Sabattani de 1961, era correcta desde todo 
punto de vista cuando afirmaba que, con una única sentencia a favor de la 
nulidad y disuelto el matrimonio por muerte, si ninguna persona privada 
se declaraba agraviada por tal sentencia, la praxis de la Rota Romana 
concedía la ejecución de la única sentencia a favor de la nulidad 1 9 2 . 
Daneels señala que esta doctrina también es aplicable en la actualidad, 
afirmando, en consecuencia, la posibilidad de ejecutar una única sentencia 
de nulidad cuando el matrimonio se ha disuelto por muerte 1 9 3 . 
Sin embargo, en nuestra opinión, la afirmación del autor presenta 
algunas dificultades. En efecto, por un lado, en la regulación vigente no 
existe un canon que reproduzca el contenido del art. 222 § 2 de la Ins-
trucción Provida Mater Ecclesia; por otro lado, de igual modo que el 
canon 1675 § 2 ha suprimido la prohibición de la prosecución post 
mortem dando mayor amplitud a la posibilidad de proseguir la impug-
nación, parece más en sintonía, con esta regulación y con la supresión del 
art. 222 § 2, que el legislador haya concedido también al defensor del 
vínculo mayor amplitud en orden a defender la validez del matrimonio y, 
1 9 0 . Cfr. F. DANEELS, // diritto di impugnare..., cit, p. 1 9 5 . 
1 9 1 . Cfr. I. GORDON, NOVUS processus nullitatis matrimonii..., cit, p. 1 3 . 
1 9 2 . Cfr. S R R D 5 3 ( 1 9 6 1 ) , pp. 3 7 6 - 3 7 8 . 
1 9 3 . Cfr. F. DANEELS, / / diritto di impugnare..., cit, pp. 1 5 1 - 1 5 2 . 
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por tanto, para apelar la única sentencia pro nullitate que pudiera existir 
tras la muerte de un cónyuge. 
IV. SUPRESIÓN DE LA DENUNCIA E INTERVENCIÓN DE TERCERO 
Hasta este momento, hemos estudiado la regulación contenida en el 
C.I.C. 83 acerca de la legitimación de los cónyuges y del promotor de 
justicia para impugnar un matrimonio en vida de los cónyuges, así como 
la impugnación postuma del matrimonio y la prosecución post mortem de 
la causa. 
Conviene, sin embargo, hacer una breve referencia a las posibilidades 
que la regulación actual otorga a los terceros para intervenir en los 
procesos de nulidad matrimonial en vida de los cónyuges, así como a la 
protección que concede a sus intereses privados en estas causas. 
Con este objetivo, a continuación haremos una breve referencia, en 
primer lugar, al instituto de la denuncia y, finalmente, a la intervención de 
tercero. 
A. Supresión de la denuncia 
En la regulación precedente, el instituto de la denuncia de la nulidad 
del matrimonio, ejercida por el cónyuge inhábil o por un tercero, y 
presentada ante el Ordinario o el fiscal, se encontraba recogida en el canon 
1971 § 2. 
Durante el proceso de codificación del C.I.C. 83, el canon 338 del 
Schema del 76 omitió la regulación de este instituto 1 9 4 , actitud mantenida 
por los sucesivos esquemas, siendo definitivamente suprimido con la 
promulgación del C.I.C. 83. 
Las razones que impulsaron al legislador a suprimir el instituto de la 
denuncia, no han aparecido publicadas en Communicationes. Tratando de 
interpretar las intenciones del legislador, Daneels señala que, dada la 
amplia posibilidad que el C.I.C. 83 otorga a los cónyuges para impugnar 
1 9 4 . Cfr. PONTIFICIA COMMISSIO CODICIS IURIS CANONICI RECOGNOSCENDO, Schema 
canonum..., cit, p. 78. c. 338. 
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la validez de su matrimonio, parece que ya no es necesario el instituto de 
la denuncia, razón por la que ha sido suprimido 1 9 5 . 
Sin embargo, el motivo aducido por este autor no da una explicación 
satisfactoria de la supresión de este instituto. En efecto, debe tenerse en 
cuenta que la denuncia podía ser ejercida, tanto por los cónyuges inhábiles 
como por los terceros. En consecuencia, la legitimación general que el 
canon 1674, I o otorga a todos los cónyuges, no justifica la supresión de 
la facultad que los terceros tenían de denunciar la nulidad del matrimonio. 
Además, debe señalarse que la denuncia, tanto la ejercida por los 
cónyuges inhábiles como por los terceros, no tenía como finalidad la 
protección de sus intereses privados sino la de los intereses públicos, esto 
es, instar al promotor de justicia a que acuse la nulidad de un matrimonio 
cuando así lo exija el bien público. 
Ciertamente, el C.I.C. 83 ha suprimido el instituto de la denuncia, 
pero debe señalarse que, si de hecho ésta se ejercita -por parte de un 
tercero o de un cónyuge-, y el promotor de justicia comprueba que existen 
las condiciones requeridas en el canon 1674, 2 o , el promotor de justicia 
deberá impugnar la validez del matrimonio y el que ha ejercitado la 
denuncia no incurre en fraude de l ey 1 9 6 . 
Teniendo en cuenta lo anterior, se observa que la supresión del ins-
tituto de la denuncia parece carecer de argumentos sólidos que justifiquen 
su desaparición y, en todo caso, resulta de poca trascendencia dado que, 
en la actualidad, es posible el ejercicio de la denuncia «de hecho» con los 
mismos efectos que tenía en la regulación precedente. 
Tras estas breves observaciones acerca de la denuncia, conviene 
hacer una referencia a la protección que la regulación vigente hace de los 
intereses privados de los terceros. 
Con anterioridad al C.I.C. 17, se admitía, ininterrumpidamente, que 
cualquier persona -salvo en los casos en que la acusación estuviera 
reservada a alguno de los cónyuges- pudiera acusar la nulidad del 
matrimonio de un tercero para proteger, tanto el interés público, como el 
interés privado. 
Sin embargo, tanto en el C.I.C. 17 como en la normativa vigente, el 
legislador ha suprimido la acusación popular estableciendo que, en vida 
195. Cfr. F. DANEELS, // diritto di impugnare..., cit, p. 147. 
196. Vid. m, A, 2, d). 
70 GABRIEL GARRALDA A R E C U N 
de los cónyuges, su matrimonio sólo pueda ser impugnado por los pro-
pios cónyuges o por el promotor de justicia en virtud del interés público. 
Los terceros, en vida de los cónyuges, sólo pueden ejercitar la 
denuncia del matrimonio (que, como ya hemos señalado, está dirigida a la 
protección de intereses públicos, no privados; y además, sirve únicamente 
para atacar la apariencia jurídica de un vínculo cuya nulidad es manifiesta, 
no sirve para defender un vínculo de la aparente nulidad) y, tras la muerte 
de algún cónyuge, están legitimados para la impugnación postuma del 
matrimonio y para la prosecución post mortem de la causa (en estos dos 
casos, los terceros pueden impugnar el matrimonio para la obtención de 
sus intereses, siempre que estos sean legítimos). 
De lo expuesto, se deduce que el legislador ha optado por no 
conceder legitimación a los terceros para impugnar o defender la validez 
de un vínculo matrimonial en vida de los cónyuges, ignorando de este 
modo los posibles intereses privados de los terceros, que pueden existir y 
ser muy legítimos. Piénsese, por ejemplo, en la situación del hijo de un 
matrimonio impugnado por los cónyuges 1 9 7 . 
El único instrumento procesal, ideado por el legislador, para la 
protección de intereses ha sido el instituto de la intervención de tercero. A 
continuación, haremos una breve referencia a esta institución procesal con 
el objetivo de constatar hasta qué punto lleva a cabo una correcta y eficaz 
tutela de los intereses de los terceros. 
B . Intervención de tercero 
El instituto de la intervención de tercero se encuentra regulado en los 
cánones 1596-1597 del C.I.C. 83 y su contenido es similar al de la 
normativa precedente. Sin embargo, el canon 1596 § 1 introduce una 
novedad al recoger, por vía legal, una distinción que ya era utilizada por la 
197. La regulación actual es consecuencia de la decisión del legislador de otorgar el 
derecho de acción a quienes sean titulares de los derechos matrimoniales, esto es, a los 
cónyuges. Sin embargo, la necesidad de tutelar los intereses privados de los terceros debe 
llevar, al legislador, a otorgarles legitimación sustitutiva cuando tengan un interés legítimo, 
o a cambiar su concepción procesal, sustituyendo el concepto de derecho subjetivo por otro 
más amplio y correcto, esto es, el de interés legítimo. 
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doctrina, en relación a la diferente naturaleza existente entre la inter-
vención principal y la intervención adhesiva. 
La doctrina señala tres tipos de intervención de tercero: intervención 
principal, intervención adhesiva e intervención litisconsorcial 1 9 8. Tenien-
do en cuenta la diferente naturaleza de cada uno de estos tres tipos de 
intervención, debemos observar qué tipo de intervención pueden llevar a 
cabo los terceros con objeto de defender sus intereses privados y también, 
en ciertos casos, el tipo de intervención que pueden ejercitar los propios 
cónyuges. 
Respecto a estos últimos, en el supuesto de que el promotor de justi-
cia impugnara la validez del matrimonio de acuerdo con el canon 1674, 
2 o , pueden introducirse posteriormente en el proceso como intervinientes, 
bien principales, bien litisconsorciales. Los cónyuges gozan de este tipo 
de intervención porque son titulares del derecho de acción y, por tanto, 
pueden ser parte en el proceso 1 9 9 . 
1 9 8 . En la intervención principal el tercero se introduce en el proceso ejercitando una 
acción nueva, propia e independiente de la que se ejercita en la causa. El tercero es titular de 
un derecho propio e incompatible con la relación jurídica deducida en el proceso, de tal modo 
que si existe su derecho, no puede existir a la vez el derecho pretendido por el actor. Por tan-
to, se enfrenta a las dos partes del proceso, constituyéndose el interveniente en auténtica 
parte con todo sus derechos y obligaciones: puede impugnar cualquier resolución, renunciar, 
transigir... Cfr. M . CABREROS , La intervención de tercero en las causas matrimoniales, en 
AA.VV., Las causas matrimonales. TV Semana de Derecho Canónico, Salamanca 1 9 5 3 , pp. 
1 3 9 - 1 4 4 ; L. M A D E R O , La intervención de tercero en el proceso canónico, Pamplona 1 9 8 2 , 
pp. 7 8 - 1 2 4 . 
En la intervención adhesiva, el tercero no es sujeto de la acción ni titular de un derecho 
propio e incompatible del que se ejercita en el proceso. Simplemente, el tercero, en base a un 
interés privado o derecho dependiente de la relación jurídica cuestionada en el proceso, se 
introduce en el mismo para ayudar a una parte en apoyo de la pretensión ya formulada por esa 
parte. En consecuencia, el interviniente no es parte ni puede disponer de la acción; sólo 
puede ayudar a la parte a la que apoya (mediante pruebas...), pero dependiendo de ella en todas 
las vicisitudes del proceso: renuncia, allanación, no impugnación... Cfr. M . CABREROS, La 
intervención..., cit., pp. 1 4 4 - 1 4 9 ; L. M A D E R O , La intervención de tercero..., cit., pp. 
1 2 4 - 1 6 6 . 
En la intervención litisconsorcial, el tercero se introduce en el proceso oponiéndose a 
una sola de las partes, y en virtud de un derecho propio -no interés-, discutido en el proceso y 
defendido por la parte a la que apoya. Los autores no han llegado a un acuerdo sobre esta 
figura, y no hay unanimidad en la doctrina canónica sobre la consideración de parte en el 
proceso para el tercero litisconsorcial. Cfr. M . CABREROS, La intervención..., cit., pp. 1 4 7 -
1 4 8 ; L. MADERO, La intervención de tercero... cit., pp. 1 6 7 - 1 8 4 . 
1 9 9 . Cfr. F. ROBERTI, De conditione processuali promotoris iustitiae defensoris vinculi 
et coniugum in causis matrimonialibus, en «Apollinaris» X I ( 1 9 3 8 ) , pp. 5 7 5 - 5 8 4 ; M . 
C A B R E R O S , Comentario al canon 1971..., cit, p. 3 7 7 ; A. BERNÁRDEZ C A N T Ó N , Curso de 
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Sin embargo, tratándose de los terceros, cabe señalar que, cuando la 
validez del vínculo sea impugnada por alguno de los sujetos legitimados 
en el canon 1674, los terceros sólo podrán introducirse en el proceso, 
bien con la parte activa, bien con la parte pasiva, mediante una interven-
ción exclusivamente adhesiva. 
En efecto, la intervención de los terceros es adhesiva porque además 
de carecer del derecho de acción -que sólo lo tienen los cónyuges y el 
promotor de justicia-, no son titulares tampoco de un derecho propio e in-
compatible del que se ejercita en el proceso. En consecuencia, el tercero, 
que tiene un interés privado o un derecho dependiente de la relación, 
únicamente puede introducirse en el proceso para ayudar a la parte a la que 
apoya (mediante pruebas), pero dependiendo de ella en todas las 
vicisitudes del proceso: renuncia, allanamiento, falta de impugnación, 
e t c . 2 0 0 . 
De acuerdo con lo expuesto, y teniendo en cuenta que los terceros 
carecen de legitimación, la intervención adhesiva se constituye como la 
única vía posible que éstos tienen para defender sus interés privados. 
Ahora bien, dadas las pocas posibilidades que la intervención adhesiva 
otorga a los terceros, y su enorme dependencia respecto a la parte procesal 
a la que ayudan, ¿cabe afirmar que este instituto protege suficientemente 
los intereses privados y legítimos de los terceros? Nuestra opinión al 
respecto es negativa. 
Ante esta afirmación podría objetarse que, aun siendo cierto que el 
legislador no ha otorgado una protección suficiente a los intereses 
privados de los terceros en vida de los cónyuges, esta regulación ha sido 
consecuencia del deseo del legislador de proteger el instituto matrimonial, 
evitando que los intereses privados de los terceros contribuyeran a que 
matrimonios, con apariencia de validez, fueran declarados nulos. 
Ciertamente, este deseo del legislador merece todo nuestro respeto, 
pero no parece justificar tal actitud si tenemos en cuenta las siguientes 
consideraciones. 
Derecho Matrimonial Canónico, Madrid 19814", pp. 41-42; H. y B. ALONSO, La acusación y 
denuncia..., cit, p. 93. 
200 . Cfr. M. CABREROS, La intervención de tercero en las causas matrimoniales..., cit, 
pp. 144-149; L. M A D E R O , La intervención de tercero en el proceso canónico..., cit., pp. 
124-166 . 
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En muchas ocasiones, la defensa de los intereses privados de los ter-
ceros conduce, no a la impugnación del matrimonio, sino a la defensa de 
la validez del vínculo matrimonial en contra del cónyuge actor. Este sería 
el caso de los hijos que ven cómo uno de sus padres impugna la validez 
del matrimonio. Dado que los intereses que mueven al defensor del 
vínculo no coinciden siempre con el interés de la parte pr ivada 2 0 1 , y que 
la actitud del tercero se dirige a la defensa de la validez del matrimonio, 
«se ve como necesario, por unas razonables exigencias de justicia, que se 
otorgue tutela a ese derecho de estabilidad familiar, es decir, que se dé 
amparo judicial a ese legítimo interés en la persistencia del vínculo 
matrimonial» 2 0 2 , tutela que no se obtiene eficazmente mediante la inter-
vención adhesiva. 
Asimismo, si bien en ciertos casos la impugnación por parte de los 
terceros podría conducir a una utilización abusiva de este derecho, en 
otros casos, esta posibilidad se presenta como una exigencia de 
justicia 2 0 3 . En consecuencia, en lugar de excluir de modo absoluto la legi-
timación de los terceros, en orden a impugnar el matrimonio, hubiera sido 
mejor solución que el legislador -sin menoscabo de aquellas situaciones 
legítimas- hubiera arbitrado una serie de límites, basados en el concepto 
de interés legítimo, que impidieran una legitimación activa desmesurada, 
injusta y contraria a la naturaleza de la institución matrimonial 2 0 4 . 
Teniendo en cuenta estas consideraciones, y que la actual vía estable-
cida por el legislador para la protección de los intereses legítimos de los 
terceros resulta insuficiente, parece más acertado que el legislador aplicara 
a los terceros los distintos supuestos de litisconsorcio activo o pasivo 
delineados por la doctrina 2 0 5 . 
Esta solución podría articularse de dos modos diferentes: a) otor-
gando legitimación sustitutiva, activa y pasiva, a los terceros, cuando 
2 0 1 . Cfr. L . DEL AMO, La defensa del víncu'o, Madrid 1954, p. 313. 
2 0 2 . Cfr. L . MADERO, La tutela procesal di derecho de los hijos a la estabilidad 
familiar..., cit, pp. 537-538. 
2 0 3 . Piénsese en el caso de un hijo habido en s%undo matrimonio, declarado posterior-
mente nulo por impedimento de vínculo, que intentara la nulidad del primero para obtener, 
junto a la validez del segundo matrimonio, su filiación legítima. Citado por R. RODRÍGUEZ -
OCAÑA, La legitimación originaria y sucesiva.. , cit, p. 190, nota 19. 
2 0 4 . Cfr. Ibidem, p. 190. 
2 0 5 . Cfr. Ibidem, p. 191. 
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fueran portadores de un interés legítimo que justifique la impugnación; b) 
articulando el derecho de acción, no sobre la base de un derecho 
subjetivo, sino sobre el concepto de interés legítimo. 
CONCLUSIONES 
1. Acertadamente, y ya desde los inicios del proceso de codifi-
cación, el C.I.C. 83 ha sustituido el término acusación de la validez de un 
matrimonio por otro más correcto: el de impugnación. En efecto, la 
expresión ius impugnandi resulta más técnica y refleja con mayor claridad 
la diferencia existente entre el proceso declarativo de nulidad matrimonial 
y el proceso criminal. 
2. Del estudio de la regulación del ius impugnandi en la legislación 
vigente, parece deducirse que el legislador sólo ha concedido legitimación 
originaria a aquellas personas que sean titulares de los derechos 
matrimoniales, es decir, a los cónyuges. En efecto, ellos son los únicos 
titulares del derecho a solicitar la declaración de nulidad del matrimonio. 
La razón de este modo de proceder podemos encontrarla en que la 
disciplina canónica fundamenta la legitimación ad causam, no en la 
existencia de un interés legítimo, sino en la titularidad de un derecho. 
Ahora bien, si es cierto que sólo los cónyuges gozan de legitimación 
ad causam, parece necesario señalar que ésta no se identifica con el dere-
cho de acción. En efecto, el legislador, mediante la legitimación adpro-
cessum puede modalizar la legitimación ad causam, reconociendo o pri-
vando de acción a los titulares del derecho a solicitar la declaración de 
nulidad. 
Sin embargo, el C.I.C. 83, al suprimir las limitaciones impuestas al 
ius accusandi de los cónyuges que fueran acatólicos o causa directa y 
culpable del impedimento o de la nulidad, ha reconocido legitimación ad 
processum -de modo general- a todos aquellos que gocen de legitimación 
ad causam, esto es, a cualquier cónyuge. 
La actual regulación, que supone un acierto del legislador, colabora 
en gran medida al bien de las almas, favorece una mejor tutela de los 
derechos y otorga una mayor claridad a la normativa en vigor. 
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3. Sin embargo, en algunos supuestos previstos por la ley, el legis-
lador, no satisfecho con la exclusiva tutela de los derechos subjetivos, ha 
concedido legitimación ad processum sustitutiva (ejercicio de un derecho 
ajeno en virtud de un interés propio) a otras personas que, si bien carecen 
de un derecho a la impugnación del matrimonio, son portadores de un 
interés legítimo que el ordenamiento desea proteger. Nos referimos a los 
supuestos de impugnación por el promotor de justicia, acusación postuma 
del matrimonio y prosecución post mortem de la causa. 
4. En efecto, el legislador -con objeto de proteger el bien público- ha 
concedido legitimación sustitutiva para impugnar un matrimonio, en vida 
de los cónyuges, al promotor de justicia. 
El canon 1674, 2 o del C.I.C. 83, además de simplificar en gran 
medida la anterior regulación, reconoce una mayor amplitud y más 
posibilidades en orden al ejercicio del ius impugnandi por parte del 
promotor de justicia. Ahora bien, teniendo en cuenta que el canon 1674, 
I o ha reconocido legitimación ad processum a cualquier cónyuge, la 
mayoría de la doctrina opina que, en la actualidad, la impugnación del 
promotor de justicia se ejercitará en supuestos ciertamente excepcionales. 
5. Asimismo, el legislador ha concedido legitimación sustitutiva para 
la acusación postuma de un matrimonio a cualquier persona -diferente de 
los cónyuges y del promotor de justicia- que persiga un interés legítimo en 
otra causa principal cuya resolución dependa de la validez o nulidad del 
matrimonio. 
Sin embargo parece necesario señalar que el legislador, a diferencia 
de la impugnación del promotor de justicia (que puede llevarse a cabo en 
vida de los cónyuges por la importancia que tiene la protección del bien 
público), solamente permite la impugnación del matrimonio, con objeto de 
proteger los intereses privados de los terceros, tras la muerte de uno o 
ambos cónyuges. 
Finalmente resta indicar que la normativa vigente ha ampliado las 
posibilidades de ejercer la acusación postuma del matrimonio al señalar, 
expresamente, que la causa principal dependiente de la validez o nulidad 
del matrimonio puede estar pendiente «sive in foro canónico, sive in foro 
civili». 
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6. La prosecución post mortem de la causa también supone una ex-
tensión de la legitimación ad processum -por medio de una sustitución- a 
personas diferentes de los titulares del derecho a impugnar el matrimonio. 
Si bien es cierto que la prosecución post mortem -al igual que la 
acusación postuma- sólo puede ejercerse tras la muerte de uno o ambos 
cónyuges, ha de tenerse en cuenta que el C.I.C. 83 ofrece una mayor 
amplitud en orden a los sujetos legitimados para proseguir la causa. 
En efecto, cuando la muerte se ha producido antes de la conclusión de 
la causa, además de adoptar el sentido amplio del término heredero, el 
legislador da entrada a un supuesto totalmente nuevo: los terceros que 
tengan un interés legítimo en la prosecución de la causa. 
Posiblemente el motivo que ha llevado al legislador a conceder legiti-
mación a los terceros sea la necesidad de prestar una eficaz tutela a sus 
intereses privados, intereses que podrían quedar desprotegidos si el pro-
motor de justicia no pudiera proseguir el proceso o el cónyuge superstite 
-caso de que persiguiera la nulidad- desistiera de la prosecución. 
7. Desde sus inicios e ininterrumpidamente, la legislación eclesiásti-
ca admitió otro supuesto de legitimación sustitutiva: la acusación popular. 
La normativa en vigor, sin embargo, siguiendo la disciplina del 
C.I.C. 17, ha omitido este supuesto de legitimación, estableciendo una 
vía diferente y accesoria para la protección de los intereses privados de los 
terceros en vida de los cónyuges: el instituto de la intervención de terceros 
y, en concreto, la intervención adhesiva. 
8. Una vez expuesta la regulación procesal subyacente en la regu-
lación del ius impugnandi parece conveniente hacer referencia, en primer 
lugar, a una cuestión que en nuestra opinión constituye una laguna legal: 
la protección de los intereses privados de los terceros en vida de los 
cónyuges, y en segundo lugar, proponer -a la luz de ciertos argumentos-, 
una nueva concepción procesal del ius impugnandi más acorde con la 
realidad jurídica. 
En relación a la primera cuestión, parece necesario señalar que, en 
vida de los cónyuges, los terceros sólo pueden intervenir en un proceso 
de nulidad matrimonial a través de una intervención adhesiva. 
Teniendo en cuenta las pocas posibilidades que ésta les otorga y su 
enorme dependencia respecto a la parte procesal a la que ayudan, parece 
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necesario afirmar que este instituto no protege suficientemente los inte-
reses privados y legítimos de los terceros. 
Ciertamente, esta regulación es consecuencia del deseo del legislador 
de otorgar una debida protección al vínculo matrimonial, evitando que los 
intereses privados de los terceros contribuyan a que, en algunos casos, 
matrimonios con apariencia de validez fueran declarados nulos. 
Sin embargo, no es posible olvidar que, en muchas ocasiones, la 
defensa de sus intereses privados no conduce a la impugnación del 
matrimonio, sino a la defensa de la validez del vínculo. Este sería el caso 
de los hijos que ven como uno de sus padres impugna la validez de su 
matrimonio. 
Asimismo, si bien en ciertos casos la impugnación de un tercero po-
dría conducir a una utilización abusiva de esta facultad, en otros supuestos 
esta posibilidad se presenta como una exigencia de justicia. 
En consecuencia, y teniendo presentes estas consideraciones, pensa-
mos que el legislador también debería otorgar una legitimación sustitutiva, 
pasiva y activa, a los terceros que fueran portadores de un interés legítimo 
que justifique la impugnación. 
Al hilo de este razonamiento, afrontamos el estudio de la segunda 
cuestión planteada, esto es, la propuesta de una nueva concepción 
procesal del ius impugnandi. 
En efecto, si tenemos en cuenta: a) la necesidad de proteger los intere-
ses -no los derechos- de los terceros en orden a impugnar un matrimonio 
en vida de los cónyuges; b) que el concepto de interés legítimo es más 
amplio y exacto que el de derecho subjetivo; c) que el legislador ha 
reconocido legitimación al promotor de justicia en virtud de la protección 
del interés público, y no de su derecho; d) que tratándose de la acusación 
postuma del matrimonio, el legislador ha otorgado también legitimación a 
terceras personas para tutelar sus intereses privados; y e) que, en la nueva 
legislación de la prosecución post mortem de la causa, se observa una 
aceptación de que terceras personas puedan tener intereses legítimos 
susceptibles de tutela por el ordenamiento canónico, ¿no cabría plantearse 
la conveniencia de cambiar la concepción procesal del C.I.C. 83, 
articulando el derecho de acción sobre el concepto de interés legítimo, en 
lugar de fundamentarlo sobre la base de un derecho subjetivo?. 
De este modo, los cónyuges dejarían de ser los únicos titulares de la 
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legitimación ad causam y los supuestos de legitimación del promotor de 
justicia y de los terceros -en vida o tras la muerte de un cónyuge- dejarían 
de constituir una excepción a la concepción procesal del legislador. Así 
también se convertirían en supuestos de legitimación ad causam, siendo, 
por el contrario, su posible restricción por medio de la legitimación ad 
processum la que constituiría una auténtica excepción a la nueva con-
cepción procesal del ius impugnandi, basada en el interés legítimo. 
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